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“Montevideo, 5 de abril de 1988. ubicación. 
La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión or- (Carp. N9 957/87 - Rep, N? 170/87) 
dinaria, mañana miércoles 6, a la hora 17, a fin de in- 
formarse de los asuntos entrados y considerar el siguiente 3%) Por el que se suspenden los lanzamientos de fincas 
destinadas a casa habitación. 
ORDEN DEL DIA 
(Carp. N? 979/87 - Rep. N9 1/88) 
1% Continúa la discusión general y particular del pro- 
eb de ley por el que se establecen normas para E 49) Por el que se introducen modificaciones al Código 
ombres o mujeres nacidos en cualquier parte de de Procedimiento Civil actualmente vigente en la 
territorio y para sus hijos cualquiera sea el lugar de República. 
su nacimiento. 
(Carp. N9 763/87 - Rep. NO 146/87) (Carp. N* 773/87 - Rep. N* 5/88 y Anexo 1) 
Discusión general y particular de los siguientes pro- 5%) Por el que se adhiere la República a los Estatutos 
yectos de ley: del Centro Internacional de Registro de las Publica. 
ciones Seriadas. 
29) Por el que se dispone que las leyes que establezcan 


la necesidad o utilidad pública a los efectos previstos 
en el artículo 32 de la Constitución de la República, 
deherán individualizar los inmuebles a expropiarse 


(Carp. N9? 614/86 . Rep. N? 4/88) 


LOS SECRETARIOS.” 
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2) ASITENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Aguirre, Batalla, Ca- 
peche, Cersósimo, Cigliuti, Fá Robaina, Ferreira, Flores 
Silva, Forteza, García Costa, Gargano, Lacalle Herrera, 
Martínez Moreno, Mederos, Olazábal, Ortiz, Pereyra, Posa. 
das, Pozzolo, Rodríguez Camusso, Senatore, Terra Galli 
nal, Tourné, Traversoni, Ubillos y Zumarán, 


FALTAN: con licencia, el señor senador Singer y con 
aviso, los señores senadores Batile y Jude. 


3): ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Habiendo número está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 17 y 12 minutos) 
—Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Montevideo, 6 de abril de 1988. 


La Presidencia de la Asamblea General remite Mensa. 
jes del Poder Ejecutivo por los gue pone en conocimiento 
haber dictado los siguientes Decretos y Resoluciones: 


por el que se exonera a la Embajada del Reino de Es- 
paña, de todo recargo incluso el mínimo, del Impuesto 
Aduanero Unico a la Importación: de la Tasa de Mo- 
vilización de bultos y de Tasas Consulares a la im. 
portación de productos españoles. 


—Téngase presente. 


La Suprema Corte de Justicia remite varios Mensajes 
por los que comunica que ha dictado las siguientes senten- 
cias: 


en autos cartulados “Gobierno Departamental de Sal- 
to c/Estado-Ministerio de Economía y Finanzas. In. 
constitucionalidad”, (vía de acción); en autos caratu- 
lados “Gobierno Departamental de Florida c/Estado 
—Ministerio de Economía y Finanzas— Inconstitu- 
cionalidad”; en autos caratulados “Gobierno y Admi- 
nistración del Departamento de Artigas c/Estado - 
Ministerio de Economía y Finanuzas” (vía de acción); 
y en autos caratulados “Pereira Da Terra, Ruben c/ 
Pesquerías ODIN S.A. Indemnización por despido, etc. 
Inconstitucionalidad”. 


y comunicando la resolución dictada contratando per- 
sena] para fotocopiadoras y máquinas de escribir 
eléctricas. 


-——Ténganse presentes. 


El Tribunal de lo Contencioso Administrativo remite 
notas comunicando diversas trasposiciones de rubros. 


—Ténganse presentes. 


La Corte Electoral comunica la distribución de crédi- 
tos presupuestales para inversiones. 


— Téngase presente. 
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El señor senador Juan A. Singer presenta con exposi- 
ción de motivos un proyecto de ley por el que se crea la 
Comisión Honoraria de Lucha contra el Cáncer, con carác. 
ter de persona jurídica de derecho público no estatal, se 
fijan sus cometidos y atribuciones y se le otorgan recursos, 


(Carp. N? 1060/88) 


—A la Comisión de Hacienda integrada con Constitu. 
ción y Legislación. 


El señor senador Luis A. Lacalle Herrera de confor- 
midad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la República solicita se curse un pedido de infor- 
mes a los Ministerios de Economía y Finanzas e Industria 
y Energía relacionado con la situación de la industria 
textil. 


—Procédase como se solicita. 


La Cámara de Representantes remite aprobado los si. 
guientes proyectos de ley: 


por el que se declara feriado para la ciudad de Pando, 
72 Sección Judicial del departamento de Canelones, 
el 13 de mayo de 1988, dia de los actos conmemorati- 
vos del bicentenario de dicha ciudad, fundada el 30 
de marzo de 1788. 


y por el que se eleva a la categoría de villa al pue- 


blo “Mariscala” ubicado en la 8% Sección Judicial del 
departamento de Lavalleja. 


—A la Comisión de Constitución y Legislación”. 


4) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Dése cuenta de una solici. 
tud de licencia. 


(Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Juan A. Singer solicita licencia por 
el día de hoy”. 


—_Léase. 


(Se lee:) 
“Montevideo, abril 6 de 1988. 


Señor Presidente del Senado 
Doctor Enrique E. Tarigo 
Presente 


Señor Presidente: 


En razón de tener que asistir a la reunión de la Co- 
misión Política del Parlamento Latinoamericano ven. 
go a solicitar licencia por el día de hoy. 


Sin otro particular, saludo a Vd. con mi más alta 
estimación. 
Juan Adolfo Singer, Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. — No hay número para votar. 
Oportunamente se resolverá. 
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5) PROYECTO PRESENTADO 
“Carp. N* 1060/88. 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Los hechos, de por sí, son tan graves, tan contunden. 
tes y de tanta entidad que eximen de disquisiciones mayo- 
res para fundamentar el adjunto proyecto de ley por el 
que se organiza una CRUZADA NACIONAL CONTRA 
EL CANCER. 


Según la Organización Mundial de la Salud la quinta 
parte de los habitantes del mundo, o sea una de cada cin- 
co personas, muere por causa del cáncer. En el Uruguay, 
según las estadísticas del Ministerio de Salud Pública, la 
situación es mucho peor. En 1986, sobre un total de 28.791 
fallecimientos, 6.672 fueron motivados por el cáncer. Es 
decir, un 23.20%, o sea prácticamente una de cada cuatro 
personas. Con un agregado, que agrava y hace más alar- 
mante la situación: si se toma en cuenta que en muchos 
certificados de defunción se indica como “paro cardíaco” 
la causa del fallecimiento de gente de edad muy avanzada 
y que, en otros tantos, esa es la causa directa e inmediata 
del deceso pero no la real y verdadera, que frecuentemente 
es un cáncer, puede concluirse —tal como lo ha conside. 
rado el grupo de expertos en el área de oncología creado 
por la Orden General de Servicio del M.S.P. N* 4222, de 
22 de diciembre de 1982— que dicho mal es en nuestro 
país “la más importante causa de muerte por enferme. 
dad adquirida en edades de potencial plenitud vital y fun- 
cional”. 


La prevalencia de la enfermedad, esto es el número 
total de afectados por cáncer en un momento dado, es ac- 
tualmente en el Uruguay del orden de los 30.000 casos. 
Esta cifra es en verdad inquietante. Indica que la afección 
compromete la salud y la vida del 1% del total de habi- 
tantes pero, al mismo tiempo, su significado social y eco- 
nómico es más preocupante aún, si expresamos esos 30.000 
casos como porcentaje en relación a los núcleos familia- 
res 0 a la población laboralmente activa. 


Esos hechos y esas cifras realmente trágicas son las 
que llevaron al Instituto de Oncología a formular esta afir- 
mación concluyente: “El cáncer tiene una repercución so- 
bre la sociedad entera. Es la enfermedad que se caracteriza 
por paralizar en forma imprevista y masiva los proyectos 
de vida familiar y personal. Golpea al enfermo y a su en- 
torno en lo físico, síquico y económico”. 


Del estudio y diagnóstico realizado el 1983/84 por el 
mencionado Grupo de Trabajo en cl Area de Oncología, 
que integraron los distinguidos oncólogos Prof. Dr. Eduardo 
Lasalvia, Prof. Dr. Alberto Vassallo, Prof. Dr. Félix Le. 
borgne, Prot. Dr. Julio Lorenzo, Dr. Juan Carlos Salsa- 
mendi y Dr, Luciano Hekimian, se desprende que la ele- 
vada incidencia, la baja curabilidad y la alta mortalidad 
del cáncer en el Uruguay tienen por causas principales, 
ya sea que actúen separadamente o asociadas entre sí, a 
las siguientes, expuestas en muy apretada síntesis: a) 
la población; no conoce síntomas, teme a la enfermedad 
por considerarla incurable, se siente no susceptible, incurre 
en hábitos cancerigenos y no adopta prácticas protectoras 
contra la enfermedad; b) los médicos en general: su pre- 
paración oncológica es insuficiente, no están capacitados 
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para la detección precoz del cáncer y no conocen la cana- 
lización adecuada; c) los médicos especialistas (cirujanos, 
urólogos, etc.): carecen de normatización terapéutica, no 
practican interconsultas, el seguimiento se les hace difícil 
y la paraclínica es lenta; d) los oncólogos: carecen de ins. 
trumental suficiente y adecuado, carecen de drogas en 
las cantidades y con las calidades necesarias, su excesivo 
trabajo muchas veces resulta improductivo, 


El mismo equipo de eminentes y capacitados oncólo- 
gos, luego del diagnóstico realizado sobre la situación del 
cáncer en el Uruguay, elevó al Ministerlo de Salud Pú- 
blica un conjunto de recomendaciones para realizar “un 
esfuerzo decidido y pregramado” en la lucha contra la en- 
fermedad de modo de asegurar un efectivo abatimiento de 
la mortalidad que la misma genera en nuestra comunidad. 
En su informe advirtieron que de no concretarse ese es 
fuerzo en términos perentorios el problema del cáncer 
“podría llegar a tener que ser enfrentado como una emer. 
gencia sanitaria nacional”. Aquella recomendación y esta 
advertencia tienen hoy más vigor aún desde que la inci- 
dencia (el número de casos nuevos), la prevalencia y la 
mortalidad provocados por el cáncer se han mantenido vu 
han aumentado en los últimos años (véase el Gráfico “A”. 


El asunto, como es bien claro, no da para eufemismos. 
En Uruguay hay gente que se muere por cáncer porque 
tiene la desgracia de vivir en nuestro país. En otros paí- 
ses, más avanzados en la materia, podría haberse salvado. 
¿A cuántos enfermos y muertos por cáncer queremos lle- 
gar para enfrentar el problema como una “emergencia Sa- 
nitaria nacional”? ¿Hasta cuándo vamos a esperar pata 
realizar ese “esfuerzo decidido y programado” en defensa 
de la salud y la vida de decenas de miles de nuestros ha- 
bitantes? 


No se trata, además, de un problema de escasez de re- 
cursos que la sociedad debe destinar para proteger a su 
gente de un flagelo tan agresivo. En ua orden de priorida- 
des es indiscutible que e: esfuerzo de la comunidad en ese 
sentido estaría plenamente justificado. Se trata, en cam. 
bio, de que los gastos —mejor seria decir las inversiones— 
para educar, prevenir, promover el diagnóstico precoz y 
normatizar la terapéutica adecuada en una campaña de 
lucha contra la enfermedad puede estimarse razonable- 
mente que serán sensiblemente inferiores a los que actual- 
mente se destinan para atender mal a los enfermos de 
cáncer incurable, que son por lo menos el 60% del total. 
Esta es la experiencia constante de los países que han em- 
prendido acciones serias y eficientes para combatir el cán. 
cer. Y esta es también la conclusión a la que arribaron el 
Catedrático de Oncología de nuestra Facultad de Medi 
cina Prof. Dr. Ignacio M. Mussé y el Prof. Dr. Alberto 
Viola, en un seminario sobre “Avances en Oncología” del 
cual fueron coordinadores y en el que, a título de ejemplo, 
se hizo esta terminante afirmación: “Se sabe que la cu- 
ración de un cáncer cuesta la tercera parte de lo que cues- 
ta el tratamiento de un cáncer incurable” 


Es con ese criterio que el adjunto proyecto de ley tien- 
de a organizar una Cruzada Nacional contra el Cáncer. 
Cruzada en el sentido de que la sociedad en su conjunto 
asuma con fervor el esfuerzo para combatir eficazmente 
el mal. Cruzada en el sentido de campaña nacional diri- 
gida a educar a nivel poblacional y técnico, a diseñar una 
estrategia de prevención, a promover el diagnóstico pre- 
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coz que permite curar la enfermedad en la mayoría de 
los casos, a normatizar y coordinar la acción terapéutica 
para disminuir los índices de mortalidad y aumentar los 
de curabilidad, Cruzada, en fin, en el sentido de “un es- 
fuerzo decidido y programado” de todo el país para lu- 
char contra los estragos de la enfermedad y por la vida 
de su gente. 


En el extenso lapso de estudio, análisis y reflexión 
que insumió la preparación de este proyecto se hicieron 
consultas con médicos profesores de oncología, cuyos vas- 
tos conocimientos y experiencia en el tema resultaron un 
aporte valiosisimo para definir aspectos fundamentales del 
mismo. También las consultas con técnicos de la adminis- 
tración pública y con compañeros del Senado, de alta ver- 
sación en el campo jurídico, constituyeron una ayuda im- 
portantísima para la redacción de varias disposiciones sig- 
nificativas de su estructura. 


Entre los antecedentes tomados primordialmente en 
cuenta corresponde citar, con destaque especial, la Ley 
N? 10.709, del 28 de diciembre de 1945, por la que se im- 
pulsa decisivamente la “Cruzada Nacional Antitubercu- 
losa” y se organiza la Comisión IHonoraria para la Lucha 
Antituberculosa. La amplia y eficiente acción, que se des- 
piegó por imperio de esa Ley disminuyó progresivamente 
el azote que representaba aquella enfermedad, terminando 
por erradicarla prácticamente y colocando al Uruguay en 
los primeros sitios del mundo como país de éxito en la 
lucha antituberculosa. 


Otros elementos señalables que configuraron antece- 
dentes y bases de estudio para la elaboración del proyecto 
fueron: el informe dei Grupo de Trabajo en el Area de 
Oncologia creado por el M.S.P. el 22 de diciembre de 
1982; las estadisticas hasta 1986 del Ministerio de Salud 
Pública y del Instituto de Oncología; los trabajos del Se- 
minario sobre “Avances en Oncología”? (Archivo Médico, 
Int. Vol V, N? 1); el Boletín N? 20 del Grupo Brasilero 
de Estudios para la Detección y Prevención del Cáncer; 
los estudios y estadísticas del Instituto Segi de Epidemio- 
logía del Cáncer de Japón; el proyecto de ley por el que 
se crea una Comisión Honraria para la Lucha contra el 
Cáncer presentado por los diputados Toriani, Carámbula, 
Sica Blanco, Ríos y Ciganda (Repartido N? 230 de junio 
de 1986 de la Cámara de Representantes); la Ley Orgá- 
nica de Salud Pública N? 9.202, del 12 de enero de 1934; 
la Ley N% 13.459, del 26 de noviembre de 1965, por la 
que se crea la Comisión Honoraria de Lucha contra la 
Hidatidosis; el Decreto N? 246/984 del 15 de junio de 1984 
por el que se crea el Registro Nacional de Cáncer; la Ley 
N? 15.309, del 16 de agosto de 1982 (Art. 4687) por el que 
se amplían los cometidos de la Comisión Honoraria para 
la Lucha Antituberculosa y el Texto Ordenado 1987 (De- 
creto No 128/987 del 18 de marzo de 1987). 


En cuanto al contenido del proyecto amerita consig- 
narse: a) que la Comisión Honoraria de Lucha contra el 
Cáncer que se crea tiene el carácter de persona púbica 
no estatal, es decir que se evita montar una nueva orga. 
nización burocrática, de forma que en lo que está expre. 
samente previsto por la ley su régimen de funcionamiento 
será el de la actividad privada; b) el incremento de im- 
puestos que se asigna recae sobre las bebidas alcohólicas 
y los tabacos, cigarros y cigarrillos, en un sistema de fácil 
aplicación y contralor y con un producido que puede esti- 
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marse, conforme a los asesoramientos recibidos, entre los 
350 y 400 millones de nuevos pesos para 1988; c) se am- 
plían los cometidos de la Comisión Honararia para la Lu- 
cha Antituberculosa, de manera que con su organización, 
de larga y eficaz experiencia, pueda colaborar en la lucha 
contra el cáncer, acelerando asi los esfuerzos dirigidos a 
ese fin y abatiendo su costo; d) las obligaciones de denun- 
cia obligatoria de los diagnósticos de cáncer así como el 
suministro de informaciones requeridas por la Comisión 
Honoraria de Lucha contra el Cáncer, que parcialmente 
ya tienen vigencia por el Decreto N% 246/984 del 15 de 
junio de 1984, se estatuyen ahora por los artículos 12 y 
13 del proyecto, con sus correspondientes sanciones para 
los casos de incumplimiento, entendiéndose así que el pre- 
cepto lega] asegurará con mayor fuerza su escrita obser- 
vancia. 


Abrigamos la más firme convicción de que con la san. 
ción del adjunto proyecto de ley podrá realizarse efectiva. 
mente aquel “esfuerzo decidido y programado” que de- 
mandan los oncólogos que han estudiado a fondo el pro- 
blema del cáncer en cl Uruguay. Y por eso entendemos 
de real urgencia su aprobación por ambas ramas legislati. 
vas, en salvaguardia de la salud y la vida de miles y mi. 
les de nuestros compatriotas. 


Montevideo, 4 de abril de 1988. 


GRAFICO “A” 


MORTALIDAD POR CANCER EN EL URUGUAY 


Período 1945-1985 —— Datos M.S.P. 
Año N9 de fall. 
A 2.500 
MODO A A At 3.000 
LIDO AAA A OE 3.500 
E E O 4.000 
10D o a 4.500 
AUTOS cs a E ia 5.000 
AMD ci A IA 5.500 
1980 rara do 6.000 
AMO AAA a 6.500 


Juan Adolío Singer, Senador, 


CRUZADA NACIONAL CONTRA EL CANCER 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 12 — Créase la Comisión Honoraria de Lu- 
cha contra el Cáncer, con carácter de persona jurídica 
de derecho público no estatal, la que se integrará de la 
siguiente forma: un delegado del Poder Ejecutivo, que la 
presidirá; el Director del Instituto de Oncología; el Direc. 
tor del Registro Nacional de Cáncer; un delegado de la 
Facultad de Medicina y un delegado del Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de la Educación 
Pública (CODICEN), 


Art. 22 -— Los integrantes de la Comisión Honoraria 
serán designados por el Poder Ejecutivo, de conformidad 
con lo establecido en el artículo anterior, por un periodo 
de cinco años. Podrán ser reelectos y se mantendrán en 
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el ejercicio de sus cargos hasta tanto sean designados 
quienes deban sustituirlos. 


Art, 39 — El objetivo principal de la Comisión Hono- 
raria será el de organizar, dirigir y ejecutar una CRU- 
ZADA NACIONAL CONTRA EL CANCER, la que se decla- 
ra de interés nacional, 


Art. 4? — Son cometidos y atribuciones de la Comi- 
sión Honoraria de Lucha contra el Cáncer: 


A) Estudiar, proyectar y proponer al Poder Ejecutivo, 
Entes Autónomos, Organismos de Enseñanza, Gobiernos 
Departamentales y entidades privadas de asistencia mé- 
dica todas las medidas necesarias para combatir el cáncer. 


B) Promover la educación poblacional y técnica a 
fin de prevenir el cáncer y de incentivar su diagnóstico 
precoz. 


C) 'Normatizar y controlar la administración correc- 
ta, completa y oportuna de los tratamientos efectivos en 
el cáncer. 


D) Asesorar al Ministerio de Salud Pública en todo 
lo relativo a la lucha contra el cáncer y dictaminar pre- 
ceptivamente, con carácter previo, en todas las resolucio- 
nes sobre construcción y ubicación de centros asistencia. 
los, sean estatales O privados, asi como remodelaciones o 
transformaciones de los mismos, sus reglamentaciones in- 
ternas y las adquisiciones de equipos y medicamentos, ase. 
gurando la más eficiente utilización de los recursos del 
país en el combate de la enfermedad. 


E) Promover y desarrollar la investigación cientifi- 
ca, sin perjuicio de la que puedan realizar otros Organis. 
mos públicos o privados para prevenir y curar el cáncer. 


F) Celebrar convenios con organismos nacionales y 
proponer acuerdos internacionales —previa aprobación del 
Poder Ejecutivo— a fin de instrumentar con la mayor efi- 
cacia la CRUZADA NACIONAL CONTRA EL CANCER y 
de reducir las contribuciones del Erario. 


G) Organizar y dirigir programas de información, 
educación y difusión así como la propaganda de lucha 
contra la enfermedad. 


Art. 59 — Créase el “Fondo Permanente para la Cru- 
zada Nacional contra e] Cáncer” que se integrará con los 
siguientes recursos: 


A) Partidas y bienes que se le asignen por ley. 


B) Producido de impuestos que se le consagren, así 
como de las multas y recargos por infracciones. 


C) Contribuciones voluntarias de los organismos del 
Estado, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y G0- 
biernos Departamentales. 


D) Donaciones, herencias o legados. 


E) Frutos civiles y naturales de los bienes que le 
pertenezcan y contraprestaciones por servicios, 


F) Producidos de colectas, para cuya organización la 
Comisión Honoraria tendrá total competencia y autono- 
mía. 
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Art. 6% — Fíjase en el 85% la tasa del Impuesto Es. 
pecífico Interno (IMESI) establecida en el numeral 4) del 
Título 11 del Decreto 128/987 del 18 de marzo de 1987 
(Texto Ordenado 1987). 


Art. 7% — Agrégase al artículo 7% del Título 11 del 
Decreto 123/287 del 18 de marzo de 1987 (Texto Ordena. 
do 1987) el siguiente literal: : 


H) Bienes de los numerales 4) y 9): el 1% (uno por 
ciento) de su producido al “Fondo Permanente 
para la Cruzada Nacional contra el Cáncer”. 


Art. 8% —— La Comisión Honoraria dispondrá de pode: 
res generales y amplios de administración para el cum. 
plimiento de su objetivo y cometidos. Administrará y dis- 
pondrá para los fines establecidos en esta ley del “Fondo 
Permanente para la Cruzada Nacional contra el Cáncer”. 


La Inspección General de Hacienda del Ministerio de 
Economia y Finanzas ejercerá, con las más amplias facul. 
tades, la fiscalización de la gestión financiera de la Co- 
misión Honoraria, la que deberá presentar ante aquélla 
el balance anual dentro de los moventa días del cierre del 
mismo. 


Art. 9% — La Comisión Honoraria estará exonerada de 
toda clase de tributos nacionales así como de cualquier 
gravamen aplicado a la importación o en Ocasión de la 
misma. Gozará, asimismo, de franquicias postal y telegrá. 
fica. 


Art. 10 — Autorízase al Ministerio de Economía y 
Finanzas a adelantar a la Comisión Honoraria una par- 
tida de hasta N$ 30:000.000,00 para el inicio de sus acti. 
vidades, reintegrable con cargo a la recaudación del in- 
eremento de impuestos que se le atribuye. 


Arú. 11. — Amplianse los cometidos de la “Comisión 
Honoraria para la Lucha Antituberculosa”, facultándola a 
cumplir actividades de organización y administración pa 
ra el cumplimiento de los fines de esta ley en coordina. 
ción con la Comisión Honoraria de Lucha contra el Cán. 
cer, de conformidad con la reglamentación que dicte el 
Poder Ejecutivo a dichos efectos. 


Art. 12. — Las instituciones médicas públicas o pri- 
vadas y los profesionales médicos, estén o no al servicio 
del Estado, guedan obligados a suministrar las informa. 
ciones que solicite la Comisión Honoraria de Lucha contra 
el Cáncer. 


Declárase de denuncia obligatoria todo diagnóstico de 
cáncer realizado en el territorio nacional. La misma de- 
berá realizarse por los profesionales médicos intervinien. 
tes al Registro Nacional de Cáncer. 


Art. 13. — El incumplimiento de lo dispuesto en el ar- 
tículo 12 será considerado como falta en el ejercicio pro- 
fesional y sancionado de acuerdo con lo prevista por los 
artículos 26 y siguientes de la Ley N? 9.202, de 12 de ene. 
ro de 1934, sin perjuicio de la responsabilidad penal que 
correspondiere. 


Art. 14. — Declárase de utilidad pública la expropia. 
ción de los bienes necesarios para el cumplimiento de los 
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objetivos de la Comisión Honoraria de Lucha contra el 
Cáncer. 


Ari. 15. — Contra las resoluciones de la Comisión 
Honoraria de Lucha contra el Cáncer procederá recurso 
de reposición, que deberá interponerse dentro de los veinte 
días hábiles, a partir del siguiente de la notificación del 
acto al interesado. 


Una vez interpuesto el recurso, el Presidente de la Co- 
misión Honoraria dispondrá de treinta días hábiles para 
instruir y resolver y se configurará denegatoria ficta por 
la sola cicunstancia de no dictarse resolución dentro de 
dicho plazo. 


Denegado el recurso de reposición, el recurrente po- 
drá interponer, únicamente por razones de legalidad, de- 
manda de anulación del acto impugnado ante el Tribunal 
de Apelaciones en lo Civil de Turno, a la fecha en que 
dicho acto fue dictado. La interposición de esta demanda 
deberá hacerse dentro del término de veinte días hábiles 
de notificada la denegatoria ficta, La demanda de anula. 
ción sólo podrá ser interpuesta por el titular de un dere- 
cho subjetivo o de un interés directo, personal y legítimo, 
violado o lesionado por el acto impugnado. 


El Tribunal fallará en única instancia. 


Art. 16. — La Comisión Honoraria, dentro de los se- 
senta días de su constitución, deberá aprobar su regla 
mento interno y un anteproyecto de reglamentación de 
la prosente ley. El Poder Ejecutivo dispondrá de un plazo 
de 120 días a partir de la fecha de su promulgación para 
reglamentarla. 


Art. 17. — Comuníquese, etc. 
Montevideo, 4 de abril de 1988. 


Juan Adolfo Singer. Senador.” 


6) INSTITUTO NACIONAL DE COLONIZACION. 
Unidad Cooperaria N? 1. 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado entra a la hora 
previa para la que están inscriptos los señores senadores 
Pozzolo, Fá Robaina, Tourné, Posadas y Lacalle Herrera. 


Tiene la palabra el señor senador Pozzolo. 


SEÑOR POZZOLO. — Señor Presidente: no voy a uti- 
lizar todo el tiempo que me concede el Reglamento para 
plantear la inquietud que me llevó a inscribirme en la 
hora previa del día de hoy. 


En diciembre del año pasado, a través del Senado, 
solicitamos un pedido de informes al Instituto Nacional 
de Colonización respecto a un predio ubicado muy cerca 
de la ciudad de Mercedes, donde funcionaba la Unidad 
Cooperaria N* 1. Todo esto tiene una larga tradición par- 
lamentaria, porque al margen de que ella fue instrumen. 
tada mediante una ley —buena parte del auxilio que el 
país le prestó a esta experiencia, con la cual estuvimos 
todos muy entusiasmados en ese momento— fueron, tam- 
bién, sancionadas leyes de apoyo crediticio. 
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Existe todo un proceso azaroso en lo económico de- 
trás de esa experiencia y ahora acabamos de enterarnos de 
que, restablecido el sistema democrático, fue otra vez en- 
tregada a aquellos que habían sido los autores de la idea 
y del sistema. Finalmente, el Instituto, hace muy poco 
tiempo, tomó cartas en el asunto dejando sin efecto lo 
que había hecho hace apenas dos años, 


Debo aclarar, señor Presidente, que se trata de un 
predio de alrededor de 3.000 hectáreas, de las mejores del 
país y la experiencia allí realizada no ha sido lo más sa. 
tisfactoria posible. Me han manifestado que últimamente 
para pagar algunas deudas se vendió el último tractor; 
que el campo que había sido destinado a una experiencia 
cooperativa, en un 50% está entregado a pastoreo. Esta 
es la base del pedido de informes formulado el 24 de no- 
viembre de 1987 que el Instituto Nacional de Colonización 
aún no ha contestado. 


Creemos, desde nuestro punto de vista, que dicho Ins- 
tituto debe tomar urgentes medidas, porque un país pe- 
queño como el nuestro no puede permitirse el lujo de 
demorar un solo día en el aprovechamiento de 3.000 hec- 
táreas sumamentes fértiles y dejar vegetar una situación 
de estas características. 


Quiero dar estado parlamentario a este hecho porque 
si hemos fracasado en una experiencia que reviste estas 
características, cualquiera sean las circunstancias y cual. 
quiera los atenuantes que pudieran haber, la verdad es que 
hoy esta situación constituye una especie de baldón en 
aquel departamento, ya que según se me ha informado se 
han contraído deudas cuantiosas, hay una descapitaliza.. 
ción creciente, una falta realmente alarmante de producti- 
vidad, etcétera. 


Por medio de estas palabras en este recinto, quiero 
propiciar que el Instituto Nacional de Colonización tome 
Tápidamente las medidas del caso, realice las modificacio- 
nes estructurales necesarias y logre que ese predio tan 
amplio e importante tenga un sentido productivo, tal co. 
mo lo establece la Ley de Colonización, bajo cuya égida 
está el campo al que estoy haciendo referencia. 


Solicito, pues, señor Presidente, que la versión taqul.. 
gráfica de mis palabras pase al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca para que las remita al Instituto Na- 
cional de Colonización, haciéndose referencia expresa a 
este pedido de informes que planteamos el 14 de noviem. 
bre del año pasado y que hasta este momento no ha recl. 
bido ninguna contestación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — $i no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción formulada por el señor 
senador Pozzolo. 


(Se vota:) 


—18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la licencia 
solicitada por el señor senador Singer. 


(Se vota:) 


—18 en 18, Afirmativa. UNANIMIDAD, 
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8) FABRICA URUGUAYA DE ALPARGATAS. 
Conflicto provocado por cambios tecnológicos. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Batalla. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: en esta hora 
previa me voy a ocupar de un tema que para nosotros tie- 
ne una profunda significación, que va más allá de lo que 
aisladamente puede expresar el conflicto, Nos referimos 
a la situación planteada en la Fábrica Uruguaya de Al- 
pargatas. 


Ta] vez sea la primera manifestación que tiene el país 
de lo que implican los cambios tecnológicos aplicados a la 
industria. Este conflicto nos enfrenta, en primera instan. 
cía, ante la revolución tecnológica que vive el mundo y de 
la que, naturalmente, ningún país puede quedar ajeno. 
Pero, ¿quién pagará los costos de esa revolución tecno- 
lógica? ¿Implicará, simplemente, un mayor rendimiento 
del capital, o una mejor retribución para el trabajador, o 
una mayor ocupación para el sector laboral, o una mayor 
participación de los trabajadores en e] total de la riqueza 
creada en el país? ¿O, en definitiva, lo único que traerá 
esa nueva tecnología, es agregar un factor más de imcer- 
tidumbre en el futuro de los trabajadores? 


Naturalmente, por parte de la patronal ha existido 
una profusa publicidad de sus decisiones y es posible que 
también exista, por parte de la ciudadanía, una imper- 
fecta información scbre los puntos en discusión y en eon- 
flicto. Por lo tanto, quiero dar estado público y poner en 
conocimiento del Senado de lo que ha sido el último do- 
cumento emitido por el Centro Obrero Alpargatas en res- 
puesta a un planteamiento que inicialmente formulara la 
empresa con respecto a la solución que podía tener el 
conilicto. 


Como se ha señalado, sin duda el objetivo fundamen- 
ta] de los trabajadores es la paz laboral porque en ella 
le va la vida, y si la empresa, como lo ha señalado en 
aguna oportunidad, también busca la paz laboral, enton- 
ces, ¿cómo puede pensarse que esa paz laboral se va a 
cbtener admitiendo que la solución para esa nueva tecno- 
logía va a ser el despido de una parte de los trabajadores 
ocupados en la empresa? 


Voy a dar lettura, porque me ha sido solicitado y 
entiendo que es mi obligación hacerlo acá, en el Senado, 
a la respuesta del Centro Obrero Alpargatas al plantea. 
miento hecho por la empresa ante el Ministerio de Traba. 
jo y Seguridad Social, el dia 18 de marzo de 1988. Dice 
asi: “Bajo el título de “Condiciones de S.A. Fábrica Uru- 
guaya de Alpargatas para la reiniciación de las activi. 
dades, la empresa entregó en la sede del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, el dia viernes 18 de marzo 
de 1988, un pliego de 6 puntos y un aditivo como “Proyecto 
de Redacción” al punto 1. 


Las líneas que siguen las dedicaremos a comentar y 
fijar posición sobre el contenido del comentado pliego. 


No podemos iniciar el comentario, sin hacer referen- 
cia al tono en que presentó la empresa su propuesta, re- 
flejada en el título cuando habla de “Condiciones”. Esto 
revelaría indisposición para negociar por parte de la em- 
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presa. Cualquiera comprende que “condiciones' es algo que 
se busca imponer, no es vocablo de disposición a negociar. 


Ese estilo, empleado en más de una oportunidad sobre 
temas laborales, ha sido generador de no pocos conflictos 
y rispideces. En esta oportunidad los representantes de la 
empresa tuvieron que asumir la critica hecha por los re- 
presentantes obreros del COT y del COA, admitiendo con 
cierto eufemismo “que la expresión no era feliz”.” 


A continuación el documento se refiere a los puntos 
planteados por la patronal, y tengo la obligación de dar 
lectura en el Senado al contenido de eilos. Dice la em. 
presa: “Compromiso escrito sobre el marco de relaciones 
COA-SAFUA, de acuerdo a texto aprobado por Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social”. 


En su respuesta, los trabajadores establecen: “Punto 
1: Estamos de acuerdo en el espíritu contenido en el 
músmo. No es así en el proyecto que se adjunta, La re- 
dacción que propone la empresa —que no es la que el Mi. 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social elaborara origi. 
nalmente-— sólo podemos atribuirla a un deseo expresado 
en estado febril, sin ninguna reflexión en torno a su al. 
cance. Va mucho más lejos de lo que fue la propia dicta. 
dura en la instrumentación legal del derecho constitucio- 
nal de huelga. 


En torno a esto una opinión que no debe dejar dudas: 
€] COA jamás firmará un acuerdo que limite el derecho de 
huelga, un derecho que consagra la Constitución de nues. 
tro país. 


Podemos acordar mecanismos para evitarla tanto co- 
mo sea posible, lo que supone para las dos partes res- 
pensabilidades concretas en el diligenciamiento de los 
problemas laborales, 


Podemos acordar que el COA es el único titular de 
ese derecho en el caso de Alpargatas, porque la propia 
Constitución lo establece como un derecho gremial, y no 
individual O colectivo al margen de la organización. Po- 
demos acordar el previo aviso del COA para cualquier 
medida de paro, y que aquellos que lo hagan al margen 
de lo acordado se exponen a las consecuencias discipli. 
narias del caso. 


Pero no podemos acordar limitaciones a] derecho de 
huelga como sindicato, en ninguna de las formas que tra. 
dicionalmente ha usado el movimiento sindical”. 


La empresa luego dice: “2. Pago global especial rein- 
tegrable en 12 quincenas”. 


Los trabajadores responden: “Punto 2: Puede Ser via. 
ble un acuerdo en este punto, precisando mejor el conte. 
mido”. 


Más adelante, la empresa establece: “3, Habiéndose 
comprobado el atentado a la maquinaria de alta tecnolo. 
gía —pericia de policía técnica— no surge de la investiga. 
ción responsabilidad directa del señor R. Ríos; por lo 
tanto, se deja sin efecto la separación del cargo”. 


Ante ello, los trabajadores responden: “Punto 3: Es 
positivo que la empresa deje sin efecto la sanción al com. 
pañero Ramón Ríos, cuya causa actuó como detonante del 
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ecnílicto. Pero como ahora el conflicto proseguirá a raíz 
del “lock.out” y la pretensión de la empresa de realizar 
despidos indiscriminadamente sería razonable preguntarse 
si éste no fue su verdadero objetivo, consciente de que el 
sindicato no podia tolerar una sanción sin pruebas, tal 
como la empresa lo ha tenido que reconocer ahora en el 
caso del compañero Ramón Rios. 


En consecuencia, es también razonable preguntarse: 
¿quién hizo el atentado? ¿A quién le interesaba el con- 
flicto? ¿Acaso al sindicato que se vio forzado a ello? ¿O 
tal vez a la empresa que ahora se propone aprovecharlo 
para decretar despidos masivos, los cuales mo podría reali- 
zar normalmente? ¿Por qué la empresa habla en el Minis- 
terio de Trabajo y Seguridad Social de despedir entre 150 
y 300 trabajadores y se ha negado hasta ahora a dar 
nombres y causas? ¿No será que esa cifra coincide o se 
busca que coincida con el excedente de mano de obra a 
rasz de la nueva tecnologia, excedente que no podría des- 
pedir por esa causa según el Convenio Textil? 


Todas estas interrogantes surgen naturalmente con la 
decisión actual de la empresa en el caso del compañero 
Ramón Ríos, porque la situación del citado es exactamen- 
te la misma hoy que el 23 de febrero cuando estalló el 
esnílicto”. 


En Cuanto al punto 4, la empresa dice: “Ruben Gar- 
cía no pertenece al rol de la empresa”. 


Por su parte, el Centro Obrero Alpargatas responde. 
“La frase pretende ser una lápida. Pero es bueno recordar 
que el COA pidió el 18/2/88 el mecanismo previsto en el 
Convenio para tratar el caso, a lo cual se negó la empresa. 
(Adjuntamos notas de Sociedad Anónima Fábrica Uru- 
guaya de Alpargatas y de Asociación de Industriales Tex- 
tiles del Uruguay al Congreso Obrero Textil dando res. 
Puesta, donde se niegan a la Comisión de Conciliación, 
pese a la obligatoriedad del Convenio). Por lo tanto, este 
caso para nostros forma parte de los puntos a resolver 
para ia solución del conflicto”. 


En el punto 5, la empresa señaia: “Disposición para 
aclarar técnica y experimentalmente cualquier duda jus- 
tificada que se plantee sobre los nuevos estudios en vi- 
gencia”. 


A! respecto, el COA expresa: “Aquí no se trata de 
aclaraciones técnicas como dice la empresa. Eso está su- 
ficientemente cubierto por el Convenio; sólo hace falta 
cumplirlo, De lo que realmente se trata es del salario 
de los afectados por la nueva teci0logia. Aquí aguardamos 
además una definición de cómo participan los trabajado- 
res en los beneficios de la productividad, según la prédica 
oficial del Gobierno a este respecto. 


Los incentivos que ha propuesto la empresa no per- 
miten ni siquiera el nivel de ganancias anteriores. Si esto 
No se corrige, no habrá solución duradera ni voluntad de 
rendir, lo cual a la postre perjudicará mucho más a la 
empresa”. 


Este es, señor Presidente, uno de los problemas más 
eruciales de nuestra realidad: a quién ha de beneficiar, en 
definitva, la revolución tecnológica. 


En el punto 6 dice la empresa: “La empresa está dis- 
puesta a reanudar las actividades, prescindiendo del per- 
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sonal que ha violado el principio de la buena fe, aplicab!e 
a toda relación laboral”. 


Por su parte, el COA expresa: “Este punto es de an- 
tología, y merecería figurar en los anales del disparate. 
Resulta que se podría despedir cuando la empresa entien. 
da que alguien violó el principio de la buena fe, 


¿En qué consiste la flamanie y novedosa causal de 
despido inventada por Alpargatas? Absoluto misterio, La 
empresa se la reserva para sí, y por lo visto piensa ma. 
nejarla discrecionalmente”. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


-—Si me permite, señor Presidente, con un minuto 
más daría por finalizada mi intervención. 


Continúa diciendo el Centro Obrero Alpargatas: 
“¿Quién será el juez en la aplicación de la novel causal? : 
la empresa, Como vemos, “toda una garantía para los 
comprendidos en dicha causal, sobre todo si analizamos 
las causales invocadas para algunos sonados despidos del 
pasado reciente. 


Esto sería ridículo si no fuese trágico. Pero ya que 
hublamos de kiera le y de las violaciones a la misma 
que deberían sancionarse, ¿cómo sancionar a la empresa 
cuando es ella la que incurre en actitudes que ho se com. 
padecen con la buena fe? ¿Acaso obró de buena fe la em- 
presa cuando se apresuró a negar la vigencia convenida 
para el pago del 8% después del paro del 24/11/87? ¿Acaso 
otró de buena te cuando negó la posibilidad de dilucidar el 
caso García en una Comisión de Conciliación —como lo 
pidió el COA— sabiendo que con ello impedía una salida 
que quizás podía evitar un conflicto? ¿Acaso obró de bue- 
na le cuando separó del cargo al compañero Ramón Rios, 
a conciencia de que no era culpable y de que estaba pro. 
vocando una reacción inevitable? ¿Acaso obra de buena 
fe cuando ahora condiciona la reanudación de las activi. 
dades paralizadas por su “lock-cut' a la previa aceptación 
de despidos innominados e incontables? 


Como no creemos que se pueda responder positiva. 
mente a estas interrogantes, como además no se pueden 
resolver los problemas hablando en abstracto, proponemos 
hablar en concreto. Si la empresa piensa en despidos 1nú4- 
sivos, que diga cantidades, nombres y causas, que por 
nuestra parte estamos dispuestos a que las respectivas 
posiciones tengar estado público, sometidas a juicio im- 
parcial. Por lo demás, adjuntamos a texto expreso nues. 
tros puntos de vista respecto a las bases que permitirían 
solucionar el conflicto, cubriendo los aspectos de fondo 
que ha planteado la empresa, así como la plataforma del 
COA”. 


Las bases serían las siguientes: “1) Acuerdo sobre 
mecanismos para el funcionamiento de normales relacio- 
nes laboraes refrendado con las suficientes garantias para 
ambas partes; 2) aplicación de los puntos establecidos en 
el Acueráo del 29/10/87, con los ajustes y actualizaciones 
que surjan de las actuales conversaciones en el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social; 3) Solución a todos los 
puntos en litigio, previo a la reanudación de las activida. 
des; y 4) Reintegro de la totalidad del personal, incluso 
los que se encontraban en el Seguro de Paro al 23/2/88, 
en fechas a convenir según lo que demande la reanuda- 
ción del encadenamiento productivo”, 
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Esto lleva fecha de 22 de marzo de 1988. 


Esta es una visión dada un poco a vuelo de pájaro 
acerca de lo que es un conflicto que ha llenado de pro. 
funda preocupación a sectores productivos importantes del 
país. En la solución del mismo y en el planteo sobre quie- 
nes han de recaer los beneficios y, desgraciadamente, los 
perjuicios de la nueva tecnología, depende mucho el ca- 
mino que en el futuro seguirá el país. Por otro lado, es- 
tamos absolutamente convencidos de que no hay camino 
de paz laboral y social si se insiste con que esa tecnología 
implica despido de trabajadores. 


Por lo expuesto, señor Presidente, entiendo que el Se- 
nado debe tomar conocimiento de estos hechos —pienso 
que alguno de los señores senadores debe haberlo tomado 
por otra via— y, además, que esta respuesta debía tomar 
estado público, a nivel parlamentario. 


En consecuencia, solicito que la versión taquigráfica 
de mis palabras pase al Ministerio de Trabajo y Seguri. 
dad Social con la mayor urgencia posible. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 


—-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


9) CURSOS LICEALES RURALES 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Fá Robaina. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Señor Presidente: la ex 
pectativa que naturalmente despierta el comienzo de los 
cursos, entre los jóvenes estudiantes y sus padres, este 
año, en tres localidades del interior del país, da a esa 
expectativa una especial y justificada relevancia. 


En pueblo Valentín de Salto, “La Paloma” de Duraz- 
no y Villa Rosario de Lavalleja habrán de inaugurarse los 
cursos liceales rurales, cn cuyo funcionamiento ciframos 
muchas esperanzas quienes, como el senador que habla, 
siendo del interior y conociendo sus necesidades, no po. 
demos menos que aplaudir este paso adelante en la des- 
centralización de la enseñanza media. Sería ocioso enco- 
miar la importancia que estos adelantos tienen en el pro- 
greso general del país. 


Estos cursos de liceo, adecuados al medio rural, con- 
tribuirán a la modernización del país. Se trata de una 
experiencia que, reiteramos, debe contar con el entusiasta 
apoyo de las autoridades competentes que los han pues- 
to cn ejecución; y así lo descontamos. Sólo cabe hacer 
votos para que el éxito corone la empresa y que las con. 
diciones de las finanzas públicas permitan, en próximas 
instancias presupuestales, dotar de mayores recursos al 
Ente decente encargado de implementar la aplicación de 
un programa llamado a constituir un mojón de singular 
importancia en la elevación del nivel educacional de nues- 
tra población rural. 


La histeria de estos cursos, que reseñaremos, es breve 
pero muy fecunda. 
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En 1986, el Consejo de Educación Primaria integró 
una Comisión —grupo de trabajo— con el cometido de 
redactar un anteproyecto de documento primario para es- 
tudiar la posibilidad de atención educativa al egresado de 
la escuela rural. Dicha Comisión, denominada Comisión 
AEDER —Atención Educativa del Egresado Rural-— llevó 
a cabo una investigación en cinco zonas tipo del país con 
el fin de recabar información sobre la demanda real de 
atención educativa, en base a los intereses y necesidades 
de la población. 


Se estudiaron cinco zonas rurales sin liceo en un ra- 
dio mínimo de 35 kilómetros y con distimto tipo de ex- 
plotación económico-productiva. Ellas fueron: Caraguatá - 
Tacuarembó, zona ganadera; Puntas de Talita . Florida, 
zona lechera; Pantanoso - Canelones, zona de chacras; 
Cañada Nieto - Soriano, zona cerealera y Calagua - Bella 
Unión, polo de desarrollo. 


De acuerdo a los objetivos propuestos, esa Comisión 
presentó recomendaciones alternativas para atender las 
expectativas y las necesidades de las zonas estudiadas, in. 
eluyendo, fundamentalmente, opciones para prolongar la 
educación básica con curriculos adecuados al medio pero 
válidos a nivel nacional. 


El CODICEN aprobó lo actuado por el grupo AEDER 
de Primaria y creó una segunda Comisión AEDER presi. 
diga por el consejero Arquitecto Lessa e integrada con 
delegados de los Consejos de Primaria, Secundaria y Uni- 
versidad del Trabajo del Uruguay, cuyo cometido era ¡ms- 
trumentar las distintas propuestas incluidas en el informe 
antericr presentado por la Comisión AEDER de Primaria. 
Esta Comisión comenzó en el año 1987 con el estudio y 
puesta en marcha de una de las alternativas: un liceo ade- 
cuado al medio rural. Se incluyó la zona que había soli. 
citado un liceo, cuya expectativa de tener un liceo había 
obtenido respuesta de Secundaria precisamente a fines de 
1986. Nos referimos a Caraguatá. 


Sc aprovechó para realizar la misma experiencia en 
el liceo de Pueblo Noblía, creado por Secundaria también 
en diciembre de 1986. 


En 1987, el CODICEN planteó en la Rendición de 
Cuentas, la creación de cinco liceos en áreas rurales con 
el fin de ampliar y afianzar esta experiencia. Para selec- 
cionar esas cinco zonas para 1988, los técnicos de AEDER 
hicieron un relevamiento de 19 posibles centros o peque. 
ñas poblaciones, de las cuales 12 reúnen las condiciones 
necesarias para instalar un liceo. 


Establecidas las prioridades en base a los datos de 
población genera] y escolar, al transporte, la caminería, 
los servicios públicos existentes y la capacidad locativa 
de las escuelas, seleccionaron para la experiencia en el 
área rural: Valentín en Salto; La Paloma en Durazno y 
Villa Rosario en Lavalleja, totalizando así cinco liceos pa- 
ra 1988. 


Bienvenidos, pues, los tres nuevos liceos rurales y oja- 
1á podamos el año próximo celebrar nuevas inauguracio. 
nes similares a las mencionadas. 


Solicitamos que la versión taquigráfica de nuestras 
palabras se curse, por la vía correspondiente, al Consejo 
de Educación Secundaria y al CODICEN. 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota:) 


—19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


10) VIVIENDAS PARA LAS CLASES PASIVAS 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Tourné. 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente: la Ley núme- 
ro 15,900, que votáramos a fines del año pasado, promul- 
gada el 21 de octubre de 1987 y vinculada a la modifica. 
ción de disposiciones sobre las pasividades servidas por el 
Banco de Previsión Social, estrictamente estableciendo el 
índice de ajuste anual de las pasividades, adelantos Yu 
cuenta y otra serie de disposiciones igualmente importan- 
tes. en la materia, estableció una norma cuya naturaleza, 
aparentemente, no tiene ninguna vinculación estrecha con 
lo que es la retribución al pasivo. Creemos que tiene una 
trascendencia singular y una importancia que está de más 
destacar tomando en cuenta que se trata, nada menos, 
que de implementar una politica de vivienda para las 
clases pasivas y, fundamentalmente, para los jubilados Y 
pensionistas cuyas prestaciones sean inferiores al monto 
de dos Salarios Mínimos Nacionales. 


Este proyecto surgió en la iniciativa de la Comisión 
de Previsión Social de la Cámara de Representantes y tu- 
vo a un decidido impulsor, el doctor Héctor Lorenzo Rios. 
Por otra parte, esta propuesta estuyo vinculada estricta- 
mente a que la retención que se hace a las clases pasivas, 
en virtud a lo dispuesto por el artículo 25 del Decreto-Ley 
N? 15.294, de 23 de junio de 1982, grava las jubilaciones y 
pensiones servidas por el Banco de Previsión Social y es- 
teba afectada exclusivamente a la construcción de vi- 
viendas para dar en usufructo personal a jubilados y pen- 
sionistas que reúnan las características que hemos mencio- 
nado anteriormente, es decir, contar con un ingreso infe. 
rior al monto de dos Salarios Mínimos Nacionales. 


Este proyecto de ley que, originariamente, en la Cá- 
mara de Representantes tuvo como connotación la crea- 
ción de una Comisión Especial con el cometido de aseso. 
rar al Poder Ejecutivo y demás organismos competentes en 
lo concerniente a la aplicación de estos recursos y a la 
instrumentación de un plan de vivienda para las clases 
pasivas, también tenía previsto el funcionamiento de una 
Comisión con integración plural de representantes del Es- 
tado, o sea, del Banco Hipotecario, del Banco de Previsión 
Social, del Poder E'ecutivo, de la Universidad de la Re- 
pública, del Plenario de la Asociación de Jubilados y Pen- 
sionistas y de la Sociedad de Arquitectos del Uruguay. 


Se trata de un proyecto ambicioso que suponia la par- 
ticipación de los directamente involucrados en el orden 
de las decisiones tomadas en torno a la planificación de 
la vivienda para las clases pasivas que no prosperó luego 
en su integridad a nivel del Senado de la República y, 
finalmente, fue sancionado en los términos que informa el 
artículo 72 de la Ley N* 15,900. O sea, que se destinaban 
los fondos recaudados en virtud a lo dispuesto en el De- 
creto-Ley N? 15.294, con lo originariamente previsto. Es 
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decir, que se afectaba a la construcción de viviendas para 
el usufructo personal de los jubilados y pensionistas. 


En tal caso no se preveía el funcionamiento de una 
Comisión Especial, pero se estableció, muy claramente, que 
el Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones de este 
artículo. 


En el proyecto originario proveniente de la Cámara 
de Representantes, que ilustra el contenido de esta regla. 
mentación, se establecían plazos breves que de alguna 
manera fijaban el propósito del legislador en cuanto a 
que se Operara este procedimiento en la forma más expe- 
ditiva que Se pudiera realizar. Es así que se preveía para 
la Comisión Especial la integración y designación en un 
plazo gue no exccdería los 30 dias. Además, quedaba esta. 
blecida la obligación del Poder Ejecutivo de reglamentar 
las disposiciones del presente artículo en un plazo que no 
excediera cl de 60 días. 


El proyecto de ley definitivo que emanó de la Cámara 
de Senadores mo fijó término a esta obligación del Poder 
Ejecutivo, pero quedó sobreentendido que debía operarse 
en los términos más breves y urgentes posibles. 


De manera que no resulta extemporáneo afirmar que 
estos plazos, de conformidad con lo que es la historia 
fidedigna de este artículo, fueron traspasados a esta nor- 
ma escueta que estableció que el Poder Ejecutivo regla- 
mentara las disposiciones de este artículo sin término y 
sin fecha. No obstante, estaria condicionado por lo que 
acabo de mencionar. 


El hecho concreto, señor Presidente, es que el Banco 
de Previsión Social, en cumplimiento de esta normativa, 
comenzó a retener estos fondos y a depositarlos en una 
cuenta especial del Banco Hipotecario del Uruguay. Esta 
suma está en el orden de los N$ 120:000.000, lo que repre- 
senta, en el transcurso de los seis meses en que se viene 
operando la mecánica de esta ley, una cantidad de con- 
siderable importancia y significación que tendría que es- 
tar funcionando en planes concretos y con un destino es- 
pecífico. ls decir, que los fondos que están siendo depo- 
sitados, que son, repito, de verdadera importancia, podrían 
estar impulsando la construcción de viviendas para las 
clases pasivas. Esto no se ha operado de manera cierta y 
relacionado con la realidad del país, porque se está espe. 
rando la reglamentación del Poder Ejecutivo. 


Solicito, señor Presidente, que la versión taquigráfica 
de mis palabras pase al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y al Banco de Previsión Social ya que no tiene otro 
fín que recordar a la opinión pública, desde esta banca, el 
cumplimiento de las normas y para que se cumpla lo que 
establece e] artículo 72 de la Ley N* 15.900, ya que se 
trata de una reglamentación muy importante que debería 
establecerse en forma definitiva pues contita grandes ex. 
pectativas en la agrupación de quienes promueyen, a tra- 
vés de las distintas organizaciones, el interés de las clases 
pasivas. 


Para finalizar, diré que he tenido en mis manos una 
nota que expone un planteamiento del Movimiento Van- 
guardia Nacional de Jubilados y Pensionistas, que €n tér. 
minos generales establece la necesidad de la aplicación del 
plan de vivienda, reivindicando la representación en la 
Comisión que administrará. Si bien esta Comisión no está 
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funcionando, es de esperar que en los términos más breves 
posibles el Poder Ejecutivo reglamente estas disposiciones 
y de una vez por todas podamos decir que esta consagra- 
ción legislativa tiene base en la realidad económica y so- 
cial del país, 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Ricaldoni) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — Se 
va a votar la moción formulada por el señor senador 
Tourné en el sentido de que la versión taquigráfica de 
sus palabras se curse al Ministerio de Trabajo y Seguri- 
dad Social y al Banco de Previsión Social, 


(Se vota:) 


—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


11) AGUAS MINERALES NO POTABLES 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni. -—- Tie- 
ne la palabra el señor senador Posadas. 


SEÑOR POSADAS. — Señor Presidente: el día 25 de 
febrero se celebró, en el departamento de Maldonado, una 
reunión de técnicos cuyo cometido era el de realizar un 
análisis de la pureza y potabilidad de las aguas minerales 
envasadas. En dicha reunión participaron delegados de los 
Servicios de Bromatología de todas las Intendencias De- 
partamentales, del Ministerio de Salud Pública, de OSE 
y de la Facultad de Medicina, además de otros técnicos 
con competencia en el asunto, 


Me adelanto a informar que el departamento de Mal 
donado, dado que es un departamento rico, su Servicio 
de Bromatologia cuenta con un excelente laboratorio, cosa 
que no ocurre en la mayoría de los departamentos del 
interior. 


Del análisis realizado en el laboratorio del Servicio 
de Bromatología del mencionado departamento, surge que 
en un 63.13% de las aguas minerales sin gas que se ven. 
den en envase plástico, se comprueba la presencia de 
pseudomonas aeruginosas, bacilo piociánico, en mayor o me. 
nor concentración, según la marca. Esa es la expresión 
técnica, pero en buen romance sabemos que significa que 
se trata de aguas no potables por no cumplir los requi- 
sitos mínimos o alcanzar el nivel de pureza que OSE se 
impone a sí misma para el agua que la población de nues. 
tro país utiliza para lavarse las manos, a pesar de ser 
estas otras aguas que se venden para el consumo humano, 


(Ocupa la Presidencia el Doctor Tarigo) 


—Las mencionadas aguas corresponden a cinco mar. 
cas comerciales diversas, y su origen también es distinto 
en cuanto a la fuente y a la embotelladora: una es de 
Maldonado, la otra de Colonia, otra de Salto, la cuarta 
de Montevideo y la última del departamento de Canelones. 
Lo que sí tienen en común es que su envase y tapa es de 
plástico y que en todos los casos se trata de agua mineral 
sin gas. Con esto doy tranquilidad a los señores senadores 
que tienen frente a sí un vaso de agua mineral, ya que la 
misma tiene gas y su envase es de vidrio... 


(Hilaridad) 
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...pero lio deja de ser preocupante que a la pobla- 
ción se le esté vendiendo aguas que pueden producir en- 
fermedades serias y que no reúnen las exigencias minimas 
de potabilidad y pureza. Creo que esto no es materia menor, 


Por otra parte, el probiema alude o evoca algo que 
me parece importante: los niveles mínimos de exigencia 
que una sociedad está dispuesta a tolerar, en su tenor o 
en su modo de vida. Sabemos que el nivel de vida del 
Uruguay no es actualmente todo lo floreciente que fue en 
otros tiempos —aunque uno idealiza lo pasado—. No-voy 
a hacer un diagnóstico económico o financiero en este mo- 
mento. Pero si quiero llamar ¡a atención acerca de cómo 
afecta esto el comportamiento de una sociedad, tanto en 
lo que se refiere a los controles del Gobierno, como al 
acostumbramienito que produce en la población. Poco a 
poco nos hemos ido adaptando a caminar por veredas en 
mal estado, a que los niños pidan monedas en los cruces 
en que hay semáforos, o a viajar en ómnibus que tienen 
quince o veinte años de uso; se trata de un deterioro en 
el nivel de exigencias mínimas, porque la sociedad se aco. 
moda a niveles disminuidos. 


En nuestro país se tomaba agua —tanto envasada Co. 
mo corriente— de un alto estándar de pureza y hasta en 
las poblaciones más pequeñas se bebía agua de OSZ y no 
de las cachimbas, y se tenía la garaatía de que aquélla 
era potable. Como sociedad no estábamos dispuestos a con- 
siderar como normal o a tolerar que hubiera un estándar 
inferior. Sin embargo, vemos ahora que muchas marcas 
de agua mineral que se venden en almacenes y super- 
mercados no reúnen las condiciones requeridas, siendo no- 
civas y pudiendo provocar enfermedades. Como uruguayos, 
no me parece bien que sigamos acostumbrándonos, fatal. 
mente, a ese decaecimiento de los niveles de salud e in- 
Clusive a los niveles de cultura, desarrollo y civilización. 
Una sociedad no puede avenirse, pacíficamente, a que eso 
suceda. 


Quiero llamar la atención del Ministerio de Salud Pú- 
blica sobre este aspecto, Quiero saber qué medidas se 
toman. 


Luego de efectuada esta reunión de técnicos, en el 
departamento de Maldonado, se retiraron estas aguas de 
los comercios de ese departamento, pero la jurisdicció: 
del Servicio de Bromatología de Maldonado, está enmar. 
cada dentro de los límites departamentales y esas aguas 
continúan vendiéndose a nivel nacional. 


No quiero confundir los temas y mezciarios en la 
misma consideración, pero me parece que es del caso men. 
cionar también la situación casi “cantinflesca” de los Ser- 
vicios de Bromatología que, como dependen de cada In. 
tendencia, tienen criterios distintos. Cada Municipio tiene 
sus normas, requisitos o niveles mínimos de exigencia; no 
existe un criterio general en este sentido. 


Todos sabemos que para las Intendencias dei Inte- 
rior, que han visto tan menguados sus recursos, la lla. 
mada “Tasa Bromatológica” ha pasado a ser nada más 
que una fuente de ingresos. Pero debemos recordar que 
por definición, una tasa es lo que se cobra por un servi: 
cio, en este caso, el de garantizar a la población que los 
alimentos o bebidas envasadas que consume han sido ana. 
lizados y aprobados. Esto es actualmente una ficción. En 
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algunos departamentos se cobra Tasa Bromatológica por 
alimentos que pasan en tránsito. Por ejemplo, un camión 
que lleva alimentos a Cerro Largo, en Lavalleja paga una 
'Tasa Bromatológica, pero el análisis consiste en que el 
camionero descienda del vehículo en el control, pague la 
"Tasa y continúe su camino, sin que nadie examine los 
productos, 


Creo que este comentario que he hecho al pasar, tam- 
bién forma parte de ese decaecimiento que vamos acep- 
tando con demasiada facilidad en la exigencia del nivel 
de vida de una sociedad, y eso debe preocuparnos. 


Sin perjuicio de que en otra oportunidad y por el ca. 
mino norma! formule un pedido de informes al Ministerio 
de Salud Pública, a fin de conocer lo que hará con estas 
aguas que no son potables y se ofrecen a la venta en los 
estantes de los almacenes, solicito que la versión taqui.- 
gráfica de mis palabras pase a conocimiento del Ministe- 
rio de Salud Pública, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar la moción formulada por el señor 
senador Posadas. 


(Se vota:) 


—i7 en 17, Afirmativa, UNANIMIDAD. 


12 DETEEMINACION DE UNA ESTRATEGIA 
COMUN A BRASIL Y ARGENTINA PARA 
APLICAR EN EL ATLANTICO SUR. 
Reunión celebrada eun la ciudad de San Pablo. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Lacalic Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: 
el Senado es testigo de que muchas veces nos hemos ocu- 
pado de temas relativos al dominio marítimo de la Repú- 
blica, en la creencia de que esa gran parte de nuestra 
soberanía debe ser celosamente cuidada, porque represen. 
ta un acervo de riquezas muy importante, y porque la po. 
sición geopolítica de nuestro país debe ser de primordial 
interés, no sólo paa el Poder Ejecutivo y para el Poder 
Legislativo, sino también para la población en general. 


Por tal motivo en el día de hoy vamos a realizar un 
planteo y solicitaremos, en cumplimiento del artículo 118 
de la Constitución, sea cursado como pedido de informes 
a los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa 
Nacional y por esta vía a la Armada Nacional, referido 
a noticias que tenemos sobre la celebración de ura rey 
nión en San Pablo efectuada en los primeros días de este 
mes, en la cual las Armadas y Cancillerías de Brasil y 
Argentina habrían discutido —y cito textualmente— “a 
determinación de una estrategia común de ambos países 
para aplicar al Atlántico Sur” y finaliza aquí la cita. 


Se nos informa también que similar reunión se ha- 
bría realizado, con anterioridad, en la localidad de Mar 
de: Plata con los mismos actores y propósitos. 


Por supuesto, señor Presidente, que no podemos opi. 
nar sobre la estrategia que adopten estos dos países ve. 
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cinos nuestros, pero nos parece de primordial importancia 
que la República haga lo posible para no estar ausente 
toda vez que se hable del Atlántico Sur y sobre su es- 
trategia marítima. Señalo esto, obviamente, teniendo en 
cuenta ias diferencias de magnitudes, aún de nuestra mag- 
nitud goográlica, aún de la exigúidad de nuestra franja 
costera atlántica pero sin que ello impida que la Repú- 
blica manifieste muy claramente que su destino de par- 
tícipe geopolítico en el Atlántico Sur, lo va a defender, 
Todo ello teniendo en cuenta, señor Presidente, las caren- 
cias de los servicios respectivos, cuyas unidades se en. 
cuentran casi en un cien por ciento fuera de toda posibi- 
lidad de ejercer los actos concretos de soberanía. 


Creemos que la Cancillería, el Ministerio de Defensa 
Nacional y la Armada deben informar a la República, a 
través del Senado, si efectivamente se efectuaron estas 
reuniones o, por lo menos, si existe un conocimiento dl. 
recto de que esas reuniones se hayan llevado a cabo, qué 
información al respecto han suministrado los agentes di- 
plomáticos de la República acreditados ante los Gobier. 
nos de Brasil y Argentina y qué datos sobre el mismo te- 
nor han enviado los respectivos Agregados Navales acre. 
ditados ante los mismos Gobiernos. De ser confirmadas 
estas noticias, creemos que la República tiene que procu- 
rar participar en todo tipo de reunión que se celebre con 
el objetivo antes indicado. 


Nos parece que es de un sano criterio patriótico que 
la República no pierda oportunidad en participar, figurar, 
actuar u Opinar en temas que desde el punto de vista es- 
tratégico son de vital importancia. 


Quizás alguien pueda pensar que se trate de temas 
demasiado grandes para la República pero creemos, que 
por el contrario, estos temas son los que le dan su debida 
dimensión de guardiana del ingreso a los ríos interiores 
de América del Sur y en su proyección del Atlántico, su 
condición de país atlántico, con una envidiable, codiciada 
y privilegiada posición geopolítica. 


Es en tal sentido, señor Presidente, que solicitamos 
que la versión taquigráfica de estas interrogantes que pan. 
teábamos dentro del régimen establecido en el artículo 118 
de la Constitución, se envic a los Ministerios de Relaciones 
Exteriores y de Defensa Nacional con encargo de que la 
Armada Nacional responda en ese sentido. 


13) BUQUE HIDROGRAFICO OCEANOGRAFICO 
PARA LA ARMADA NACIONAL, 
Su adquisición. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Para referirse a otro tema 
puede proseguir en el uso de la palabra cl señor senador 
Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: 
como tema vinculado a éste, y sabiendo que se va a re. 
mitir al Parlamento una Rendición de Cuentas, queremos 
plantear —a los efectos de ser enviado al Ministerio de 
Defensa Nacional y a la Armada este segundo tema, en 
particular— que se informe al Senado si se ha intentado, 
por parte de la Marina Nacional, revivir e! proyecto de 
adquisición de un buque hidrográfico, que tal como recor- 
darán los señores senadores figuraba -—si mal no recuer- 
do— en el Presupuesto Nacional de 1985. 
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En aquella oportunidad y con el beneplácito de todos 
los que creemos que ese tema es importante, ja Armada 
Nacional proyectaba la adquisición de un buque hidro- 

- gráfico-oceanográfico, con capacidad antártica. Es decir 
que podía cumplir, en las temporadas aparentes para ello, 
operaciones dentro de la zona de Antártida y, en la época 
de invierno cumplir labores cartográficas, de sondaje y de 
relevamiento de los dominios marítimos y fluviales de la 
República. 


En aquella oportunidad estaba el negocio prácticamen- 
te cerrado con el Gobierno de Alemania Federal pero el 
mismo no llegó a buen término. 


Queremos, señor Presidente, que se informe también 
en el mismo régimen constitucional si hay, en este mo. 
mento, tratativas para adquirir algún buque de esta ín- 
dole, porque en ese caso, será necesario que los recursos, 
para' efectuar dicha operación, se soliciten por el Poder 
Ejecutivo en la Rendición de Cuentas. 


En ese sentido, señor Presidente, solicitamos la opinión 
y el apoyo del Senado para esas dos solicitudes, 


SEÑOR PRESIDENTE, — El señor senador Lacalle 
Herrera ha innovado en cuanto a que ha combinado el 
instituto de la hora previa con el pedido de informes. Pe- 
ro, considerándolo como un pedido de informes diremos, 
entonces, “procédase como se solicita”, ya que no es ne- 
cesaria la votación. En lugar de ser un pedido por escrito, 
es oral y, por lo tanto se tomará la versión taquigráfica 
y se cursará. 


SEÑOR LACALLE HERRERA. — Señor Presidente: ya 
lo he hecho en otra oportunidad y, por lo tanto, no es 
innovación esta vez. Creo que no colide con ninguna de 
las normas. Simplemente se trata de una manera de plan- 
tearlo al tiempo que el Senado lo conoce de viva voz y con 
mis comentarios, 


14) CIUDAD DE PANDO. 
Actos conmemorativos de su Bicentenario, 


SEÑOR PRESIDENTE. — El Senado entra al orden 
del día. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Pido la palabra para una cues. 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Entre los asuntos entrados figu. 
ra un proyecto de ley proveniente de la Cámara de Re- 
presentantes con aprobación por el que se dispone que se- 
rá feriado, para la ciudad de Pando, el día 13 de mayo. 
En esa fecha se van a efectuar los actos conmemorativos 
del Bicentenario de dicha ciudad que fue fundada el 30 
de marzo de 1788. 


Como es un asunto que creo que no va a tener oposi- 
ción, mociono para que se trate como urgente a fin de 
que se apruebe rápidamente y tenga una sanción defini- 
tiva. 
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SEÑOR PRESIDENTE. —- Si no se hace uso de la pa- 
lzbra, se va a votar la moción formulada por el señor 
senador Cigliuti. 


(Se vota:) 

—18 en 18. Afirmativa, UNANIMIDAD. 

Se pasa a considerar el asunto cuya urgencia se ha 
votado: Proyecto de ley por el que se declara feriado para 
la ciudad de Pando el 13 de mayo de 1988, día de los actos 
conmemorativos del Bicentenario de dicha ciudad, funda- 
da el 30 de marzo de 1788. 

(Antecedentes: ) 

“CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 

Artículo 1? -—— Declárase feriado para la ciudad de 
Pando, 7a. Sección Judicial del departamento de Canelo. 
nes, el 13 de mayo de 1988, día de los actos conmemorati. 
vos del Bicentenario de la fundación de dicha ciudad, fun- 
dada el 30 de marzo de 1788. 

Art. 22 — Autorízase a los funcionarios públicos na- 
cidos en la 7a. Sección Judicial del departamento de Ca- 
nelones, que deseen trasladarse a los actos conmemorati. 
vos a celebrarse en la fecha indicada, una licencia de dos 
días. 

Art. 32 — Comuniquese, etc. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 5 de abril de 1988. 


Ernesto Amorín Larrañaga, Presidente. 
Héctor S. Clavijo, Secretario.” 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Léase, 


(Se lee) 


—En discusión general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


—18 en 19. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo 19, 
(Se lee) 

—En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar, 
(Se vota:) 


—18 en 19. Afirmativa, 
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Léase el artículo 2%. 
(Se lee) 

—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—18 en 19, Afirmativa. 

El artículo 32 es de orden, 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado 
por ser igual al considerado) 


15) ARCHIVO DE CARPETAS 


SEÑOR TRAVERSONI. — Pido la palabra para una 
cuestión de orden, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR TRAVERSONI. — Señor Presidente: es para 
solicitar que se mantenga a estudio la Carpeta N* 953/87, 
que esté radicada en la Comisión de Política, Informática 
y Prospectiva integrada con dos miembros de la Comisión 
de Constitución y Legislación. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Así se hará, señor senador. 


SEÑOR PEREYRA. — ¿Me permite señor Presidente, 
para una cuestión de orden? 


SEÑOR PRESIDENTE. -- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PEREYRA. — Solicito que las Carpetas nú- 
meros 952/87 y 954/87, radicadas en las correspondientes 
Comisiones, se mantengan a estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Así se hará, señor senador. 


15) NACIONALIDAD ORIENTAL. 
Establecimiento de normas 
para su determinación, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del día: 
“Proyecto de ley por cl que se establecen normas para los 
hombres y mujeres nacidos en cualquier parte del territo- 
rio y para sus hijos cualquiera sea el lugar de su naci- 
miento. (Carp. N* 763/87 - Rep. N? 146/87)”. 


(Antecedentes: ver. 3a. S.0.) 
—Continúa en discusión general. 


Tiene la palabra el señor senador Aguirre. 
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SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: el proyecto 
en discusión presenta dos aspectos que han sido debatidos 
en la discusión del día de ayer entre el señor senador Or- 
tiz y quien firma el informe en minoría nuestro colega el 
señor senador Ricaldoni. Por un lado está el aspecto Cons- 
titucional y, por el otro, una faz de conveniencia. Es de- 
cir, si la innovación contenida en el proyecto que está a 
consideración es adecuada a las normas constitucionales 
vigentes en la materia y si, por otro lado, el contenido de 
dicho proyecto postula uma solución conveniente para el 
país. 


Creo que el primer punto es de previo y especial pro- 
nunciamiento. Ante todo, el proyecto tiene que ser cons- 
titucional, como cualquier otro. Naturalmente, si creyéra. 
mos que es dudosa la constitucionalidad de este proyecto, 
no lo votaríamos, porque cualquier ley que colida con 1as 
disposiciones de la Constitución de la República no debe 
ser votada. Si es inconstitucional no interesa que, por el 
fondo y por su contenido intrinseco, sus disposiciones sean 
convenientes. 


Debe quedar en claro, pues, que al firmar el informe 
en mayoría como miembro de la Comisión de Constitución 
y Legislación, hemos hecho un análisis cuidadoso del pro- 
blema de constitucionalidad que involucra este proyecto y, 
por tanto, pensamos que no hay en su contenido viola. 
ción de principios o normas constitucionales, Creemos que 
ello es así, ante todo, porque consideramos que el punto 
no está regulado por la Constitución de la República. 


En nuestro concepio, la Constitución de la República 
no ha tratado el tema de la nacionalidad, no ha deiinido 
quiénes, de acuerdo a ella, son nacionales y quiénes no lo 
son. Es un aspecto sobre el cual el Constituyente no se ha 
pronunciado y entendemos que esto cs muy claro si tene. 
mos presente cuál es el Titulo de la Sección MI de la 
Constitución. Es, en sus disposiciones, que hay referencias 
laterales a este tema y es de ellas que se han querido ex- 
traer argumentos para la tesis de la inconstitucionalidad 
de este proyecto de ley. Reitero que basta Jeer el título 
de esta Sección para saber que no fue intención del Cons. 
tituyente, en ningún momento, definir en la Carta quiénes 
son nacionales y quiénes no lo son, El Título de la Sección 
LI de la Constitución es “De la ciudadania y el sufragio”. 
Todas las disposiciones de esta Sección, en sus cinco Ca- 
pítuzos, se refieren a la ciudadanía y al ejercicio del su- 
fragio, no a la nacionalidad. No hay ninguna disposición 
que diga son nacionales tales y cuales personas, O que 
son nacionales aquelios habitantes que reúnen tales y cua- 
les condiciones. Por más que se busque en la Constitución 
de la República, no se encontrará ninguna disposición con 
cese contenido. Por el contrario, los artículos 74 y 75 de 
la Carta definen claramente quiénes son ciudadanos natu. 
rales y legales. A efectos de conocer en nuestra ordena. 
miento jurídico quiénes son ciudadanos, hay que recurrir 
a la Constitución y en ella están claramente establecidas 
las diversas hipótesis y los diversos requisitos que se le 
exigen a una persona para que pueda ser considerada ciu. 
dadano natural o legal. No existe, por el contrario, dispo- 
sición por la que se establezcan los requisitos o las con- 
diciones que se exigen a una persona para que se la cob- 
sidere nacional de nuestro país, es decir, uruguayo u orien. 
tal, como les gusta decir a otros, no a nosotros. 


En consecuencia, si el problema no está regulado por 
la Constitución de la República, es susceptible de regula- 
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ción por ley y, por tanto, considero que el proyecto de ley 
elaborado por el señor senador Ortiz no viola ninguna dis- 
posición constitucional. No existe ninguna norma que diga 
quiénes son los nacionales de nuestro país, quiénes son los 
uruguayos, porque quien habla -—al igual que el señor 
señador Ricaldoni—- piensa que a los nacionales de nues- 
tro pais se los debe llamar uruguayos y no orientales; no 
es este el tema que está en discusión, pero aprovecho para 
señalar que nuestro país, internacionalmeite y cada vez 
que comparece, sea a nivel político o deportivo, se presen- 
ta como el Uruguay. Cuando deportivamente comparece 
nuestro país, juega o Compite el Uruguay; cuando voía 
en las Naciones Unidas por orden alfabético -—creo que 
lo hace después de la URSS— vota como el Uruguay y no 
como la República Oriental. Esta es una apostilla al pa- 
sar, que deseo dejar en la versión taquigráfica. Lamento, 
por lo que veo, que el señor senador Cersósimo discrepe 
con quien habla y espero que tenga Ja oportunidad de 
fundar su discrepancia. Pero no nos alejamos del tema, 
porque la hora transcurre y luego nos falta tiempo para 
tratar otros problemas importantes que hay en el orden 
del día. 


Fundada mi opinión acerca de por qué considero gue 
el proyecto de ley es constitucional, debo ocuparme de las 
objeciones hechas en el día de ayer, respecto a su incons- 
titucionalidad. 


Por su orden, señor Presidente, se ha dicho que el 
proyecto de ley seria inconstitucional porque Colide 
con lo dispuesto por el artículo 1% úe la Constitución de 
la República, que, como se sabe, expresa que “La Repú- 
blica Oriental del Uruguay es la asociación política de 
todos los habitantes comprendidos dentro de su territorio”. 
Confieso que al oír este —para mí— pretendido argu- 
mento, me sentí bastante confundido, porque del tenor de 
esta disposición surge un argumento contrario, o mejor 
dicho, la impresión de que el artículo 19 de la Constitu- 
ción no tiene nada que ver con este problema. Quiero 
decir que esta norma no pretende definir quiénes son na- 
cionales y quiénes no lo son, porque si la República Orien- 
tal del Uruguay es la asociación política de todos los ha. 
bitantes comprendidos dentro de su territorio, va de suyo 
que entre éstos, o sea, los que habitan, los que moran en 
el territorio nacional, también están aquellos que han na- 
cido en él y todos los demás que no lo han hecho. En 
principio, a nadie se le ocurre decir que, por el mero he- 
cho de habitar en el territorio, estas personas integran 
nuestra nación y por ende, son nacionales. El artículo 19 
de la Constitución de la República, como ayer lo dijo el 
señor senador Ortiz, tiene otro alcance, otra finalidad, es 
confuso desde el punto de vista jurídico y, tal como en 
alguna oportunidad lo expresó el doctor Justino Jiménez 
de Aréchaga, bien se haría en suprimirlo. Pero, en nin- 
gún momento, esta norma pretende definir quiénes son 
nacionales y quiénes no lo son. En todo caso, como com. 
prende a los no nacidos en el territorio nacional, del mis- 
mo podría extraerse un argumento —que yo por cierto 
no hago— en favor de la tesis contraria. 


Por otro lado, se ha dicho que el artículo 80, inciso 6) 
de la Constitución de la República, que refiere a las cau- 
sales de la suspensión de la ciudadanía, permite extraer 
un argumento contrario al proyecto del señor senador Or- 
tiz. Manifiesto que ello no es así, que no tiene nada que 
ver con este asunto. Esta disposición establece: “Por for. 
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mar parie de organizaciones sociales o políticas que, por 
medio de la violencia, o de propaganda que incitase a la 
violencia, tiendan a destruir las bases fundamentales de 
la nacionalidad”, es decir, que les será suspendida ia ciu- 
dadamia a quienes estén en esa situación. Y, a renglón se- 
guido se expresa: “Se consideran tales,” -—o sea, bases 
fundamentales de la nacionalidad— “a los efectos de esta 
disposición, las contenidas en las Secciones i y 11 de la 
presente Constitución.” 


Expreso, señor Presidente, que si las bases fundamen- 
tales de la nacionalidad son las de las Secciones 1 y 11 
de la Constitución, precisamente se está excluyendo a la 
Sección lil de dicha Carta, en la que se hallan las dispo. 
siciones que estamos considerando. Quiere decir que para 
esta norma no son bases fundamentales de la nacionalidad 
aquelias que definen la ciudadanía y se refieren al ejer- 
cicio del sufragio. Estas bases tundamentales se encontra- 
rían en otras Secciones, Además, ja nacionalidad como tal, 
no es un concepto que esté utilizado en esta disposición 
con una connotación jurídica precisa; no está referido al 
problema de quiénes son nacionales y quiénes no lo son. 
Se trata de una norma que no dice relación con este te. 
ma, sino que lo hace en cuanto a cuáles son las disposi. 
ciones de la Constitución que se tienen que violar por rae- 
dio de la propaganda que incite a la violencia para que 
ello configure una causa] de suspensión de la ciudadanía. 


Creo que la alusión a esta disposición, en cierto sen- 
tido, es traer de los pelos -—y perdóneseme la expresión — 
una disposición que refiere a otro tema para tratar de 
extracr un argumento respecto a un problema que no está 
relacionado con esta norma. 


'También se ha dicho que el artículo 22 del proyecto 
presentado por el señor senador Ortiz viola la Constitu. 
ción porque colidiría con el artículo 81 de la Carta. Digo 
Que este es otro argumento equivocado porque, tal como 
lo manifesté ayer, el artículo 81 de la Cosstitución no 
tiene nada que ver con este tema; lo único que hace es 
admitir la doble nacionalidad en el caso de que quien ya 
tenga la nacionalidad uruguaya adquiera por el instituto 
llamado en el Derecho extranjero de “la naturalización”, 
una segunda nacionalidad, ya sea española, italiana o cual. 
quier obra. Esta disposición permite la doble nacionalidad, 
pues dice que no se pierde la nacionalidad de nuestro país 
por adquirir otra extranjera. Lo que no dice es en qué 
caso se es nacional en nuestro país ni cómo se adquiere 
nuestra nacionalidad; lo que establece es que quien ad- 
quiere otra nacionalidad no pierde la uruguaya por esa 
sola circunstancia. De modo tal que no bay colisión entre 
el artículo 22 del proyecto presentado por el señor sena- 
dor Ortiz y el 81 de la Constitución. 


También se dijo en la sesión de ayer que el Constitu- 
yente ha atribuido la nacionalidad al nacido en el terri. 
torio nacional y que por eso es inconstitucional el artículo 
22 del proyecto. 


Creo que, al hacer esa afirmación, se ha incurrido en 
una clara petición de principios, es decir, que se ha afir- 
mado precisamente aquello que hay que demostrar, que 
es que el Constituyente le ha atribuido sólo la nacionali- 
dad a los nacidos en el territorio nacional Me pregunto 
cuál es la disposición de la Constitución de la República 
que establece eso; se pueden recorrer los 332 artículos 
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de la Constitución y, si se quiere, las disposiciones transi- 
torias y especiales, sin que se encuentre una norma que 
diga tal cosa. 


Por consiguiente, el Constituyente no le ha atribuido 
la nacionalidad al nacido en el territorio naciosa1; nin- 
guna norma de la Constitución establece tal cosa. Cierto 
es que ello es valor entendido desde siempre, desde el 
año 1830, porque en los tratados de Derecho lnaternacio- 
nal Privado firmados en los años 1889 y 1840 nuestro 
país ha estado en esa posición y siempre ha entendido 
que el nacido en nuestro territorio es nacional. Pero nin. 
guna norma de la Constitución afirma eso a texto expre- 
so. Por lo tanto, eso es lo que hay que demostrar, en vir- 
tud de que ello no está afirmado a texto expreso en la 
Constitución, pues no existe en la Constitución una nor- 
ma que prohiba al legislador reconocer la nacionalidad 
a otras personas que no tengan ese vínculo natural con 
nuestro país, 


Se ha afirmado, también, que en la Constitución, ciu- 
dadanía natural y nacionalidad son prácticamente lo mis- 
mo. Digo que se incurre otra vez en petición de principios, 


El doctor Justino Jiménez de Aréchaga decía, en el 
Tomo II de sus comentarios sobre la Constitución respec. 
to de esta Sección TIL, que en la Carta había una gran 
confusión sobre este tema y que el Constituyente habia 
confundido ambos institutos. Y yo digo que sí, que hay 
confusión respecto del instituto de la nacionalidad y que 
por eso estoy de acuerdo en que se iegisle, a efectos de 
terminar con ella. Pero, pienso que no existe tal confu- 
sión respecto del instituto de la ciudadanía. El Constitu- 
yente ha dicho ciaramente que en nuestro país los ciu- 
dadanos pueden ser naturales y legales, estableciendo dos 
hipótesis para los ciudadanos naturales y tres para aque- 
llos que pueden ser reconocidos como ciudadanos legales, 
En cambio, no ha dicho quiénes son los nacionales. En 
realidad, esa confusión no es íal en la letra de la Cons- 
titución. 


De modo que el legislador está habilitado para regular 
el instituto de la nacionalidad y decir, de una vez por to- 
das, quiénes son, en nuestro Derecho Positivo, nacionales, 
O sel, ULFUSUAYOS. 


Además, cyta confusión que en verdad no existe en 
ia Constitución, tampoco se da en el pleno conceptual, en 
el jurídico, Lc una u otra forma la ciudadanía y la na- 
cionalidad son dos institutos distintos. Esto lo ha ense. 
ñado con absoluta ciaridad el doctor Justino Jiménez de 
Arécha tai como ¿u:ge del Tomo 11 de “La Coustitución 
Nacicnal”. 1] enseñaba que la ciudadanía es una calidad 
juridica que se define a través de una situación estatuta- 
ria de Derecho Objetivo, la que se delimita en nuestro 
Derceho por disposiciones const tuciona:es; por consiguien- 
te, nc puede ser alterada o modificada por leyes ordina- 
nas 


La nacionalidad, por el contrario, es un vínculo na- 
bural creado por un hecho independiente de la voluntad 
del titular de esa condición. Ese hecho independiente de 
la voluntad del titular de la nacionalidad, bien puede ser 
el lugar del nacimiento o bien puede ser la sangre o am- 
bas circunstancias a la vez. Reconocer la nacionalidad en 
uno de esos casos, o en ambos, es una Opción poítica de 
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cada Estado, que éste ejerce a través de su Derecho Posi- 
tivo, de su Derecho Interno. Hay estados que optan por 
'ínculo del lugar del nacimiento, o sea por la tesis del 
“jus soli”, otros, optan por el vimculo de la sangre, o sea 
por el “jus sanguini”. Pero no existe ninguna imposibili- 
dad de que, por razones políticas o de conveniencia, un 
Estado haga caudal de ambas circunstancias y reconozca 
la calidad de nacionales a quiénes han nacido en su te- 
rritorio y además a quiénes son hijos de aquellos que tie- 
nen la calidad de nacionales; es decir, que tomen en con- 
sideración el lugar de nacimiento y, además, el vínculo 
de sangre. ¿Qué imposibilidad hay al respecto? Ninguna. 
El Estado cur por una decisión política quiera ensanchar 
el catálogo de sus nacionales ¿uede hacerlo. Hay estados 
gue efectivamente lo hacen. 


D2 manera Que, en nuestra Constitución, no es lo mis. 
mo ciudadanía natural y nacionalidad. Tampoco es lo mis. 
mo en el plano conceptual y jurídico, cludadania y naclo- 
malidad. Por consiguiente no hay ninguna imposibilidad 
para que el legislador regule el instituto de la nacionali. 
dad, que no está definido a nivel constitucional, 


Esto en cuanto al plano de las objeciones de consti. 
tecionalicod. Routero que para mi, en esta materia, hay 
un vacio constitucional. No hay definición constitucional 
del instituto de la nacionalidad ni se dice en la Constitu- 
m de la República quiénes son nacionales en nuestro 
país. Esto crea problemas y confusiones en la práctica, Por 
consiguiente estamos perfectamente habilitados a regular 
este instituto como pretende hacerlo el proyecto presenta. 
do por el señor senador Ortiz o de otra manera, porque 
admito que en el plano de la conveniencia se puede dis- 
crepar y sostener que las soluciones dadas en este proyec. 
to son inconvenientes y que se debe ir a otras más am. 
plias o más restringidas. Este es el segundo plano de la 
discusión en este problema. 


En el día de ayer se señalaron, como argumentos 
desde esta óptica, dos posibles riesgos, de los que me ocu- 
pé por vía de interrupción. Por consiguiente, no voy a rei. 
terar los argumentos que hice, pretendiendo rebatir estas 
razones que se opusieron al proyecto del señor sanador 
Ortiz, De todos modos, quiero recordar que se dijo que el 
artículo 2% del proyecto en consideración puede lleva: u 
confundir ciudadanía con nacionalidad y, por esa vía, en. 
grosar el catálogo de los ciudadanos naturales consagra. 
dos por la Constitución, lo aque vodría derivar en que, ha- 
biendo más ciudadanos naturales, haya más votantes, que 
ellos cn realidad no estén integrados a la comunidad y 
que se cree un riesgo de distorsión de la voluntad política 
de nuestro electorado. 


Al respecto, señalé que ese riesgo no existe, porque no 
puede haber más ciudadanos naturales que los que permi. 
te la Constitución de la República de acuerdo con su ar- 
tículo 74. Este proyecto de ley no puede ensanchar el ca- 
tálogo de los ciudadanos naturales, Por consiguiente, ese 
riesgo político no existe ni puede crearlo este preyecto. 


Adeniás, se señaló el riesgo de la doble nacionalidad. 
Recuerdo que manifesté que ésta está prevista y permitida 
por el artículo 81 de la Constitución. 


Pucde ser un riesgo la doble nacionalidad —yo no lo 
interpreto de esa manera— pero, si lo es, ya existe en la 
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Constitución de la República y no va a surgir de este 
proyecto, 


Con respecto al problema de las conveniencias —pro- 
meto ser breve— para determinar si tiene o no razón el 
señor senador Ortiz al querer reconocerle la nacionalidad 
a los hijos de padre O madre orientales nacidos fuera del 
territorio nacional, entiendo que, tradicionalmente, la 0p- 
ción en esta materia ha sido entre el “jus soli” y el “jus 
samguini”. Los nacionales de un país son los que nacen 
en su territorio o los hijos de aquellos que ya tenían la 
calidad de nacionales de ese pais. 


Se trata de una opción que las realidades actuales 
han ido superando. Creo que no estamos obligados a op- 
tar, como si estuviéramos enfrentados a una disyuntiva 
imposible de eludir, entre reconocerle la nacionalidad a 
los nacidos en el país o hacerlo únicamente con quiénes 
son hijos de nacionales, 


Entiendo —tal como lo manifesté al respecto en el te- 
ma de las zonas francas y empleando una imagen que 
usé en aquella oportunidad— que éste es uno de esos pro. 
blemas en que hay que plantear la cuestión en términos 
no de “en vez de”, “en lugar de”, sino de “además de”. Es 
decir, se trata de enriquecer el instituto que estamos con. 
siderando. 


Siempre se ha considerado, en el país, que los naci- 
dos en su territorio son nacionales. ¿Qué nos impide aho- 
ra considerar que, además de los nacidos en el país, tam- 
bién son nacionales los hijos de pedres o madres nacidos 
en el territorio del país, que ya tienen la calidad de 
uruguayos? 


Se dijo que abandonábamos así el “jus soli”, pero en- 
tiendo que no lo hacemos, ya que en este proyecto lo se- 
guimos sosteniendo. Lo expresa el artículo 1% cuando in- 
dica que los nacidos en el territorio nacional son naciona. 
les, son uruguayos. Pero además decimos que los hijos de 
esos nacidos en el territorio del país, también son uru- 
guayos. 


SEÑOR TERRA GALLINAL, — ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, -— Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR TERRA GALLINAL, — Señor Presidente: sigo 
con gran atención el desarrollo del razonamiento del se- 
fior senador Aguirre y estoy absolutamente de acuerdo con 
sus manifestaciones, al igual que con el espíritu de la lcy. 
Pero entiendo que hay una discordancia, porque la ley tal 
como está redactada crea, por el artículo 1%, una catego- 
ría de nacional y por el 2% otra, bajo el mismo nombre 
de nacionales, pero que es diferente. Es decir que bajo el 
título de nacionales vamos a tener dos clases de indivi- 
duos. Uno, que es nacional por el artículo 12% y que si 
tiene hijos en el exterior, los mismos serán nacionales u 
orientales. Por otro lado, el nacional del artículo 2%, no 
tendrá esa posibilidad. En consecuencia, bajo el mismo 
concepto, se encierran dos aspectos muy diferentes. 


Por lo expuesto, señor Presidente, entizndo que no 
podemos votar esta ley, tal como está redactada, porque 
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estaríamos creando una diferencia entre los orientales, ya 
que puestos en la emergencia de tener que marchar al 
exilio, los hijos de algunos de ellos van a ser orientales y 
ios de otros, en la misma situación, no van a tener esa 
calidad. Considero que este aspecto es muy importante y 
en parte nace del criterio con el cual se ha manejado es. 
ta ley. La misma tiene un motivo excepcional, ya que se 
refiere exclusivamente —estoy absolutamente de acuerdo— 
a todas aquellas personas que se tuvieron que ir del país 
y que encontrándose en el exilio tuvieron hijos. Creo que 
tienen derecho a que sus hijos sean Orientales y nacio- 
males. Se trata de un periodo excepcional de la historia 
Uruguaya. 


Cuando una persona se va del país en un periodo nor. 
ma] de funcionamiento institucional tiene que considerar 
el grave inconveniente de que sus hijos nacidos en el 
exterior no van a ser orientales. 


Tendríamos que encarar esta ley con criterio excep- 
cicnal y decir que los hijos de orientales nacidos en el 
exterior son orientales si nacieron entre determinadas fe. 
chas. En ese caso votaría la ley con total tranquilidag, 
pero no la puedo votar en su redacción actual, porque 
establece una discriminación al crear orientales A y orien- 
tales B. Esto fue lo primero que se me ocurrió cuando 
leí el artículo 22. 


En la fundamentación de la ley, página nueve, in- 
ciso cuarto, dice que “cabe agregar que el recenocimiento 
de la nacionalidad se limita exclusivamente a los hijos, 
no a los nietos ni demás descendientes, de padres o Ma- 
dres orientales”. Esto quiere decir que si uno de los mu- 
chachos que retorna junto a sus padres al Uruguay —se 
hace amigo de mis hijos, de mis nietos; mañana mis 
hijos y mis nietos pueden tenerse que ver econ él en una 
emergencia de exilio—. Tiene hijos; no serán crientale:, 
En cambio, los hijos de mis hijos, es decir, mis nietos, 
tendrán hijos orientales, Por lo tanto, no voto un artículo 
gue establezca discriminaciones entre los orientales, 


SEÑOR PRESIDENTE. — Pucde continuar el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR ORTIZ, — ¿Me permite una interrupción, se. 
ñor senador? 


SEÑOR AGUIRRE. — Con mucho gusto, pero antes 
voy a decir, como lo hubiera hecho el extinto senador 
Echegoyen, que le agradezco su colaboración, porque qui- 
zás me saque de un problema. 


(Hilaridad) 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador Ortiz. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: el señor senador 
Terra Gallinal objeta la circunstancia de que, al apro- 
barse esta ley habría dos clases de orientales: los del ar- 
tículo 12 y los del 2% 


No advierto que esa clasificación o distribución en 
clases sea diminutoria para nadie. Y entiendo que esa mis- 
ma consideración debería h=cerse respecto al artículo 74 
de la Constitución, que establese que hoy ciudadanos de 
dos clases, Se refiere a los naturales, que son los nacidos 
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en el territorio de la República, y a los hijos, que tam- 
bién son naturales de padre o madre orientales, cualquiera 
que haya sido el lugar de su nacimiento. Pero no a los 
nietos. En consecuencia, respecto a la ciudadanía hay ciu- 
dadanos A y ciudadanos B. Hasta ahora esto no ha asom- 
brado ni conmovido a nadie, ni se ha considerado irregu- 
lar o que ofrezca alguna resistencia. Esto fue votado por 
el constituyente y lo ratificó el pueblo a través de las 
distintas reformas que ha habido en el país, manteniendo 
este artículo en forma inalterable, 


Al tratar este punto en el seno de la Comisión, se 
planteó la posibilidad de extender la calidad de orientales, 
pero se entendió que era demasiado, Por ejemplo al hijo 
de un matrimonio de uruguayos, nacido en Australia, se 
le puede dax la calidad de oriental, pero si esta persona 
permanece en Australia, se casa y tiene hijos y a su vez 
éstos tienen hijos, creo que no podemos otorgur la nacio- 
nalidad indefinidamente. Creo que se trata de uri limi- 
tación prudente. 


Reitero que no advierto que se trate de una condición 
diminutoria, ya que la propia Constitución lo establece 
para los ciudadanos y nadie ha considerado que esto sea 
un inconveniente y que deba reformarse su artículo 74. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Gracias, señor Presidente. 


He hecho muy bien en concederle al señor senador 
Ortiz la interrupción que me solicitara, porque ha expli- 
cado, mucho meor que lo que el que habla hubiera po- 
dido hacerlo, lo mismo que pensaba manifestar. Precisa- 
raente, iba a intentar controvertir la argumentación del 
señor senador Terra Gallinal refiriéndome al artículo 74 
de la Constitución, que, evidentemente, establece dos Ca. 
tegorías de ciudadanos naturales: a unos les impone la 
condición de tales por el mero hecho del nacimiento y 
a otros lcs autoriza a serlo, haciendo depender tal situa. 
ción de un acto expreso de voluntad, como el de avecin. 
darse en el país e inscribirse en el Registro Civico Na- 
cional. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Mociono para que se prorro. 
gue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción for- 
mulada por el señor senador Cersósimo. 


(Se vota:) 


—15 en 16. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Aguirre. 
SEÑOR AGUIRRE. — Muchas gracias. 


La tesis que circunscribe la condición de nacionales 
de nuestro país a quienes han nacido en el territorio 
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nacional era correcta y explicable en la época en que 
Uruguay era un pais de inmigración, especialmente en el 
siglo pasado; en la época en que la población iba cre. 
ciendo de continuo por el aporte de las sucesivas oleadas 
de inmigrantes europeos, especialmente cspañoles e italia. 
nos; en la época en que los cónsules extranjeros se con. 
sideraban facultados para exigir la aplicación de las leyes 
de su país y, a veces, la protección de sus barcos de gue- 
Tra, suxrtos, anclados en el Puerto de Montevideo, ante la 
pretensión lógica de nuestro Gobierno de imponer las le- 
yes macionales a quienes habian nacido en el territorio 
nacional, 


Pero la realidad indica que ya no constitulmos un 
país de inmigrantes. Es muy poca la gente extranjera que 
viene a radicarse aquí. Uruguay es un país con población 
casi exclusivamente nacida en el territorio nacional. Ade. 
más, por desgracia, nos hemos venido transformando, pau- 
latinamente, en una nación de emigrantes. A menudo de. 
cimos que hay cientos de miles de uruguayos fuera del 
país; que solamente en la República Argentina viven al- 
rededor de quinientos mil y esto no se debe únicamente 
al desgraciado fenómeno de la dictadura, a la persecución 
política que se desató durante esa época, sino también 2 
razones soviz.es, económicas, y a que mucha gente que se 
recibe en el pais no tiene oportunidades de trabajo. Se 
debe, asimismo, a que existe un fenómeno de desocupa. 
“ión que no ha podido ser superado por este Gobierno, si 
bien se ha moderado en algo, Hay mucha gente que se va 
del Uruguay por esas razones; por lo tanto, ha aumentado 
la dimensión de este poblema, que ha ido cobrando una 
entidad inimaginable diez, quince o veinte años atrás, 


Es por ello que el señor senador Ortiz ha hecho todas 
ias argumentaciones y ha puesto todos los ejemplos que le 
oímos en el curso de su exposición en el día de ayer y 
que yo mo voy a reiterar. Simplemente, voy a señalar que 
conceder la nacionalidad oriental a los hijos de padre o 
madre uruguayos nacidos fuera del país, es una decisión 
inspirada en razones de indiscutible justicia; indiscutible 
justicia para quienes habiendo nacido en un hogar de 
uruguayos, pero fuera del país, sienten como suyas las 
tradiciones de Uruguay, sienten como suyo el cariño de 
sus padres por su tierra natal y se sienten indiscutible. 
mente uruguayos. Y es, además, una razón de justicia 
--sobre todo, y en primer lugar— para los padres de esos 
niños, a quienes los azares de la vida —a veces, las des- 
gracias de ésta— los han llevado a tener que procrear a 
sus hijos e instalar sus hogares en territorio extranjero, 
pero que quieren, en el fondo de sus corazones y en lo 
íntimo de sus conciencias, que sus hijos sean, como ellos, 
UTUguayos. 


¿Por qué vamos a negar a esos niños, que se sienten 
ligados a la tradición del país, la posibilidad de que scan 
orientales? ¿Por qué vamos a negar a esos padres que Sus 
hijos tengan la condición de uruguayos, si italianos, es- 
pañoles y tantos otros trasmiten a sus hijos la condición 
de nacionales de su país natal? ¿Por qué nuestro país se 
tiene que negar a lo que es un acto de indiscutible jus. 
ticia? 


No voy a abundar en otras razones, que ya expuso el 
señor senador Ortiz, pero sí quiero referirme a algunos ar- 
gumentos que, en contra y por razones de mera Cconve- 
niencia, se manejaron en el día de ayer. 
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En la sesión de la vispera —y no hay por qué Ocul- 
tarlo; no quiero hacer una alusión expresa para que luego 
no se sienta en la obligación de contestarla, pero todos 
sabemos que fue el señor senador Ricaldoni quien manejó 
los ejemplos que voy ya mencionar-— escuchamos argumen. 
tos que, en las discusiones jurídicas, se llaman argumen- 
tos “por el absurdo”; es decir, se citan casos de laborato- 
rio, no razonando con el caso normal, con el corriente, 
sino con el excepcienal: el que puede darse o mo y aun e! 
que nunca se dará, como el que se citó ayer. 


Se puso el ejemplo del hijo de un uruguayo y una ja- 
ponesa, nacido en Nueva Zelandia, que ha vivido toda su 
vida alli y que es expulsado por el tráfico de drogas. Si 
esa persona viene a nuestro pais, de acuerdo con este pro- 
yecto de ley, es uruguaya u Oriental y, por consiguiente, 
no se le puede negar la entrada a la República. Se dijo, 
también, que una criatura concebida en un lejano pros- 
tíbulo de determinado país, entre una prostituta y un 
uruguayo que andaba por allí de paso, es Uruguaya y, si 
mañana viene al Uruguay, le tenemos que conceder la 
protección de las leyes nacionales. 


Con todo respeto, creo que ésa no es una Manera ra- 
zonable de razonar, valga la redundancia. 


En esta materia, como en todas las demás, se legisla 
para la generalidad de los casos. La ley, por su propia 
condición de general, tiene que referirse a lo que es nor- 
mal, habitual, a lo que es porcentualmente mayoritario. 
Y lo que es normal y habitual en esta materia es el caso 
de uruguayos y uruguayas que se han ido del país —ha. 
biéndose conocido aquí o en el exterior— que se cesaron, 
viven y trabajan en el extranjero en una empresa multi. 
nacional, en la Embajada Uruguaya o en cualquier Otra 
actividad y que tienen el deseo de volver al Uruguay, que 
se siguen sintiendo uruguayo y que quieren que sus hi. 
jos también lo sean. 


Eso es lo que ocurre en la enorme mayoría de los Ca- 
sos. ¿Que hay ejemplos extremos, porcentualmente muy 
pequeños? Si, los hay, como el de un japonés que se casó 
ton una uruguaya en Suecia o el de una sueca que se 
casó con un uruguayo en Chile y que ya no están identi- 
ficados con nuestro país. ¿Y ésa es razón para negar la 
nacionalidad uruguaya a todos los demás hijos de padre 
y madre uruguayos que los azares de la vida los han lle- 
vado al extranjero? No; no es razón. ¿Y cuál es el riesgo 
que hay en eso? Es el mismo que existe con aquellos que 
nacen en territorio uruguayo, hijos de padres extranje- 
ros, que se van del país —porque se van sus progenito- 
res— que cometen delitos en otro territorio y que ma- 
ñana vienen y dicen que son uruguayos, porque nacieron 
aquí, que los ampara la legislación nacional o el concepto 
tradicional de nacionalidad que hay en el Uruguay y, por 
consiguiente, aunque en su país sean asesinos, vuelven 
y piden la protección de nuestra legislación. 


He puesto un ejemplo tan de laboratorio como el que 
se citó en sentido contrario. 


Consideremos ahora el caso de un argelino que se 
casa en el Uruguay con una filipina, Su hijo, nacido en 
territorio nacional, es uruguayo por el “jus soli”; tiene la 
condición de nacional. A los tres meses de nacido, sus 
padres se trasladan a Filipinas y, con el tiempo, ese hijo 
se transforma en delincuente. No por ello, deja de ser uru- 
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guayo. ¿Y ésa es razón pera que digamos que es un error 
conceder la condición de nacionales a todos los nacidos 
en el territorio nacional? No; no ez razón, porque en el 
99 por ciento de los casos, quienes nacen en el Utuguay 
son hijos de uruguayos o de un uruguayo y una extran.- 
jera O viceversa; sus padrez siguen viviendo en el terri. 
torio nacional; ellos se crian aquí y no se van de nuestro 
país. 


En consecuencia, no podemos razonar por la excep- 
ción, por el absurdo. Ese tipo de argumentaciones vale 
tanto para decir que el “jus sanguinis” no sirve para 
otorgar la condición de nacionales a quienes son hijos de 
padre o madre uruguayos, nacidos en el extranjero, como 
para decir que el “jus soli” tampcco es argumento para 
dar la condición de nacionales a los nacidos en el terri- 
torio nacional. 


Después, señor Presidente -—y con esto voy a termi- 
nar-- se manejó el caso de quien nace en el extranjero, 
de padre o madre uruguayos y no hace manifestación de 
voluntad alguna de querer ser oriental. Se preguntó, cn. 
toxces, por qué le íbamos a conceder la nacionalidad uru- 
guay2. Se dijo que en el caso de la ciudadanía natural, a 
quien ha nacido en el extranjero, hijo de padre o madre 
uruguayos, la Constitución si le exige un acto expreso de 
voluntad: tiene que avecindarse en el país e iuscr:b.rse en 
el Registro Cívico Nacional. 


En este caso, mo; se dice que la ley se lo concede en 
forma independiente de su voluntad. Pregunto: ¿por qué 
no se hace este argumento respecto de los que nacen en 
el país? ¿Qué manifestación de voluntad hace el que na- 
ce en ei país, para que se le conceda la nacionalidad? 
Ninguna; la nacionslidad se le impone por el hecho del 
lugar del nacimiento que, por supuesto, es independiente 
totalmente de la voluntad del recién nacido, ya que éste 
no le dice a su madre que se quede en el Uruguay o que 
vaya a España o a Andorra para nacer en el lugar en que 
él desea, a los efectos de ser nacional de ese pais. La na- 
cionalidad se le impone al recién nacido en función del 
lugar que su madre ha elegido para dar a luz y traerlo 
al mundo, de manera tal que la nacionalidad es una 
condición independiente de la voluntad del nacional, de 
acnerdo con la tesis del “jus soli”. Inclusive, se nos ha 
dicho que una persona puede tener una voluntad contra- 
ria; nació en Francia, es hijo de un irancés y de una 
uruguaya, nunca vino a nuestro pais, no le importa ni 
tiene simpatia por el Uruguay y, por lo tanto, no hay ra. 
zón para imponerle la nacionalidad. Sin embargo, ¿aquí, 
en el Uruguay, no nacen hijos de ingleses, de judíos, de 
fialandeses, de chinos y de japoneses? ¿Nosutros consul. 
tamo: la voluntad de esa persona que nace en el Uru- 
guay? ¿No hay gente aquí que mantiene el vínculo con 
su patria de origen con mayor fuerza aún que con su 
patria adoptiva, en la cual viven? ¿No tienen clubes ex. 
clusivos para los de esa nacionalidad? Sin embargo, de 
acuerdo con la Constitución de la República son Uurugua. 
yos, y 10 pueden tener una voluntad contraria a serlo. 
¿Consultamos esa voluntad? No, no la consultamos. Sim- 
plemente decimos que el que nace en este país es uru- 
guayo. ¿Cuánta gente nacida en el Uruguay se ha ido al 
país de sus padres? ¿No hay hijos de españoles que se 
van a vivir a España y permanecen alí el resto de sus 
vidas? ¿No hay uruguayos hijos de israelíes o judíos que 
se van a vivir a Israel; cuántos hay? ¿Tiene eso algo de 
malo? ¿Le quitamos per ello la nacionalidad? No; es un 
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hecho independiente de su voluntad. Nacieron en el Uru- 
guay y por eso son uruguayos. Entonces, ¿qué tiene de 
malo que por un hezho independiente de su voluntad 
—aunque hsyan nacido en Francia, en Japón, en Egipto 
o en Camboya— sean igualmente uruguayos porque su 
padre y madre lo sc? En cuanto a esto, no hay ningún 
inconveniente; mo es la voluntad lo que determina que 
una persona sea nacional del país, sino el Derecho Público 
interno de eze país, sea Uruguay o cualquier otro que le 
atribuye la calidad de nacional, ya sea al nacido dentro 
del territorio, ya sea al que es hito de padre o madre que 
tiene la nacionalidad del país o al que tiene ura o am- 
bas calidades. 


Para terminar, señor Presidente, creo que ninguno de 
los argumentos que se han hecho —ni los de carácter 
constitucional, ni los que refieren a razones de convenien- 
cia— tlenen peso para determinar un voto contrario al 
proyecto del señor senador Ortiz, que es constitucional y 
conveniente, 


El proyecto del señor senador Ortiz llena un vacio 
constitucional, razón por la cual es convenienie en lo ju- 
rídico pero, además, también lo es por razones de justicia, 
de equidad y ensancha el catálogo de los nacionales de 
nuestro pais, lo que creo que no le hace ningún mal al 
Uruguay. 


SEÑOR CRTIZ. — ¿Me permite una interrupción? 


SESOR AGUIRRE. — Pensaba terminar, señor Presi- 
dente, pero antes de hacerlo concederé una nueva inte- 
rrupción que me solicita el señor senador Ortiz. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Deseaba agregar algo a uno de los 
argumentos formulados por el señor senador Aguirre, cuan- 
do dica que a los nacidos en el Uruguay no se les con- 
sulta para otorgarles la nacionalidad. 


Además del caso que él planteó, está la situación co- 
rriente de los turistas que vienen a pasar tres días en 
Punta del Este. Si tienen un hijo allí, el mismo es uru- 
guayo. Si posteriormente se vanM para Inglaterra, Estados 
Unidos o al lugar de donde vinieron —sin retornar jamás 
al Uruguay, ya que no les interesa y su hijo será nortea- 
mericano o inglés— para nosotros, sin embargo, es uru- 
guayo y tiene, como tal, todos los derechos. Eso no nos 
alarma, 


El señor senador Aguirre aludió a algunos argumen- 
tos gue calificó como poco apropiados. Diría que entre los 
argumentos un tanto bizarros que Oímos ayer se encuen. 
tra la afirmación de que la aprobación de esto podría 
transformar a nuestro país en algo similar a una bande- 
ra de conveniencia, Estuve meditando sobre ello y real. 
mente no encuentro asidero a esta comparación, porque 
las banderas de conveniencia son las banderas que otor- 
gan países como Liberia o Panamá, que dan amplias fa- 
cilidades y no tienen prácticamente ninguna exigencia en 
materia laboral, o de horario, etcétera, con lo que tienen 
una gran fuente de recursos porque muchos armadores 
inscriben sus barcos con esas banderas a los efectos de 
obtener todas esas ventajas. 
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Traslademos ese concepto a la nacionalidad. ¿Cómo 
se plantearia la situación? Tendría una explicación si 5e 
dijera que hay matrimonios que vienen para que su hijo 
nazca en el Uruguay, con el fin de que pueda disfrutar de 
las ventajas que le otorga nuestra nacionalidad. Pero lo 
que estamos planteando es, precisamente, la situación in- 
versa, es decir, la de los que macen en el extranjero, Si 
la bandera de conveniencia es el Uruguay, vendrían para 
que su hijo naciera aquí y fuera uruguayo. Nosotros nos 
referimos a los que nacen en el exterior; entonces, ¿cuál 
es la bandera de conveniencia? ¿Se van del país para 
procrear un hijo en Australia a los efectos de que pueda 
sor uruguayo en virtud de esta ley? Si así fuera, más fá- 
cil les hubiese resultado quedarse en el Uruguay. Franca- 
mente, no entiendo la argumentación referida a bandera 
de conveniencia —que, trasladada a este caso, habría que 
llamar “el parto de conveniencia”— y creo que la debemos 
inclulr en la categoría de argumentos poco valederos a 
Que se refería el señor senador Aguirre. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador. 


SEÑOR RICALDONI. — ¿Me permite una interrup. 
ción? 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: antes de con. 
ceder la interrupción que me solicita el señor senador Ri- 
caldoni y ante esta referencia que ha hecho el señor se. 
nador Ortiz a ese tipo de argumentos como poco serios, 
deseo expresar que no ha sido mi intención descalificar 
los argumentos de ese carácter que planteó el señor sena- 
dor Ricaldoni, sino emplear el calificativo que habitual. 
mente se les atribuye en la jerga jurídica. 


Me refiero a ese tipo de argumentos que, por contem- 
plar el caso excepcional —que quizá nunca pueda darse 
en la práctica— se denominan argumentos “por el absur- 
do”. En la legislación normalmente se trata de regular las 
situaciones ordinarias o generales y se considera que no 
es razón para dejar de resolver con una legislación ade- 
cuada el caso general, el sostener que ante un caso ex- 
cepcionalísimo, que nunca se sabe si llegará a darse, se 
Crea un riesgo y que por lo tanto no se debe legislar, Eso 
es lo que yo llamo argumento “por el absurdo”; pero no 
quiero negar el derecho de hacerlo al señor senador Ri- 
caldoni ni a ningún otro señor legislador. 


Concedo con mucho gusto la interrupción al señor 
senador Ricaldoni. 


SEÑOR PRESIDENTE. --- Puede interrumpir el señor 
senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. — Señor Presidente: agradezco 
la interrupción al señor senador Aguirre porque, precisa. 
mente, iba a referirme a algo que no quiero dejar pasar 
en silencio, aunque tampoco deseo darle demasiada exten. 
sión en un comentario, 


Se me antoja que no se compadece con lo que es ha- 
bitual en esíe Senado el sustituir la buena lógica en el 
razonamiento por algo que a veces puede ser de tono 
humorístico pero que, en definitiva, significa descalificar 
un argumento, no por la vía del razonamiento contrario, 
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“ino mediante una ironía que en ocasiones es bizarra, y 
en otras no lo es tanto. Señalo que no aludo al señor se- 
nador Aguirre, a quien agradezco la aclaración. 


Simplemente deseo referirme a dos aspectos que se 
han señalado en los últimos minutos de esta discusión. 
El señor senador Aguirre en su exposición señala que las 
Constituciones uruguayas no han exigido a los nacidos en 
la República Oriental del Uruguay una manifestación €x- 
presa de voluntad para ser considerados tales dentro del 
país, 


Digo que en esto tan resbaladizo como es la materia 
constitucional en relación a la ciudadanía y a la nacio. 
nlidad, la mención que él hacía al artículo 81 de la Cons. 
titución vigente, da una prueba, naturalmente que indi. 
recta -——porque en todos estos temas nos movemos a tra- 
vés de contextos más que de textos determinados— de lo 
contrario, porque esa disposición expresa que el nacional 
cue sale al exterior tiene suspensa esa macionalidad que 
la. recupera cuando vuelve. 


Quiere decir que, de alguna manera, en ese artículo 
que también es confuso —que, como decía ayer, empieza 
hablando de ciudadania y termina mencionando a la na- 
cionalidad —hay algo casi instintivo, de lo cual puede de- 
ducirse que el hecho de que se le suspenda aquello que se 
le dio por su nacimiento y que lo recupera cuando vuelve, 
es bastante similar a lo que yo vengo sosteniendo, desde 
luego que sin pretender tener la verdad absoluta, que es 
que había y sigue habiendo en la mente de los sucesivos 
constituyentes la idea de que la nacionalidad —que yo 
también distingo de la ciudadanía natural— tiene como 
nexo el nacimiento dentro del territorio uruguayo. 


El segundo argumento que he escuchado en los últi- 
mos mibutos, se refiere a que no se ha entendido mi 
ejemplo de la bandera de conveniencia. Yo señalaba ayer 
y lo repito hoy, que sí, que puede llegar a ser una ban- 
dera de conveniencia para ese hijo de uruguayo nacido 
en el exterior y al que se le considera también oriental, 
cuando se acuerde de que aquí votamos un proyecto del 
señor senador Ortiz cuyo artículo segundo le da la na.- 
cionalidad uruguaya que, por otra parte, no la quiso él ni 
sus padres. Quizás, de pronto, ella le conviene para buscar 
un determinado amparo de la legislación uruguaya y, en- 
tonces, como le sirve, la elige. 


Ese era el sentido de lo que yo llamaba “bandera de 
conveniencia”. Podrá o no compartirse el argumento, pero 
no me cabe ninguna duda de que si se opta por la nacio- 
nalidad uruguaya por conveniencia, eso se parece mucho 
a los barcos liberianos y panameños que no son, precisa. 
mente, ni liberianos ni panameños. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Continúa en el uso de la pa- 
labra el señor senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Simplemente quiero decir que la 
rejerencia al artículo 81 sigo sin entenderla. Quizás en el 
día de ayer, como en el de hoy, haya estado un poco 
duro de entendederas; pero, en verdad, esa disposición 10 
único que expresa es que la nacionalidad —que se supone 
que es la uruguaya— no se pierde por obtener otra ex- 
tranjera. Es decir, que es una calidad de carácter perma. 
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nente, que la Constitución no dice en ese artículo ni en 
ningún ctro cómo se adquiere y cuáles son los requisitos 
por los cuales una persona es nacional de nuestro pais. 
Eso es lo que expresa esa disposición, 


Asimismo, el doctor Justino Jiménez de Aréchaga 
respecto de este artículo manifiesta que es infeliz e 
inconveniente. En estos momentos no encuentro la cita 
exacta; sin embargo, este jurista dice que el artículo no 
se incluyó para buscar el etecto que resulta de su tenor 
literal, sino para producir algo que no surge de la dispo- 
sición y que fue un error de la Constituyente del año 
1934. Lo que se buscaba es que los muchos españoles e ita- 
lianos que no sacaban la Carta de Ciudadanía Legal y mo 
votaban en nuesiro país ---porque en ese caso perdían su 
nacionalidad de acuerdo a la legislación de sus países y 
que por razones explicables no querian que pasara eso— 
con esta disposición creyeran que nacionalizándose no 
perdían su nacionalidad de origen. Naturalmente, como eso 
se regula por el Derecho interno de sus naciones, ese 
efecto no se logró, por lo que el doctor Justino Jiménez 
de Aréchaga decía que se introdujo un artículo confuso 
para lograr algo que no se alcanzó y que, por consiguien. 
te, lo mejor era eliminar esa disposición. 


Digo todo. esto para que se comprenda que, en defi. 
nitiva, esta norma del articulo 81 no tiene nada que ver 
con el tema que estamos discutiendo, puesto que alude a 
la nacionalidad para pretender que los nacionales de otros 
paises se hagan ciudadanos legales del Uruguay, cosa que 
no ocurre, porque ése no es el contenido de la norma. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador Traversoni. 


SEÑOR TRAVERSONI. — Las largas exposiciones 
que han realizado tres señores senadores sobre este asun- 
to —y que, por otra parte, he escuchado con mucha aten- 
ción— creo que me habilitan a hacer alguna puntuali 
zación sobre el tema lateral que han rozado los señores 
senadores Ricaldoni y Aguirre, y al cual yo considero se 
le debe dar una mayor relevancia y tratar con más 
detenimiento —por lo menos, para que quede constancia 
en la versión taquigráfica— para interrumpir una tradi. 
ción de aceptación pasiva de la denominación de nacionali. 
dad “oriental”, que en algún momento tendrá que diluci. 
darse para provocar un cambio que ajuste los términos 
de la denominación a la realidad. 


Creo que hace bien el proyecto sustitutivo en su ar- 
tículo 1% en omitir la referencia a la nacionalidad orien. 
tal que contenía la iniciativa presentada por el señor se- 
nador Ortiz. 


Considero que el término de nacionalidad “oriental” 
es un anacronismo que es utilizado, a veces, por algunos 
argentinos con un sentido de reminiscencia provincialista 
y, Otras, por algunos ultranacionalistas en algunos inten- 
tos doctrinarios que nunca llegaron a su elaboración 
completa como aquello de “orientalidad”. 


Entiendo que, desde el punto de vista constitucional 
es tan válido el mombre de República Oriental del Uru- 
guay como el de Uruguay, ambos mencionados en el texto 
constitucional. Teniendo en cuenta la tradición, crey que 
es más antiguo el de Uruguay que el de Banda Oriental 
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que, en cierto modo, ha justificado la otra tradición de 
la etapa épica referida a los orientales. Desde el siglo 
XVIl, desde los primeros momentos de la colonización, 
tanto en los textos jesuitas como en los mapas de la épo- 
ca, se huce referencia al Uruguay. Banda Orienta] es una 
denominación relativamente nueva del Siglo XIX y que 
tuvo indudable vigencia cuando se plantearon los acon. 
tecimientos del período Artiguista, donde adquirió más 
prestigio la expresión de “orientales”, no con un sentido 
nacionalista, sino provincial, de acuerdo con el concepto 
artiguista de unidad rioplatense, 


Cuando el país adquirió la independencia, todos sabe. 
mos que la denominación de Estado Oriental del Uruguay 
fue producto de una larga discusión y una solución para 
no darle, por parte de los representantes de la campaña, el 
nombre de “Estado de Montevideo” con que era conocido 
en el momento de firmarse su acta de nacimiento en ja 
Convención Preliminar de Paz. 


En el siglo XIX y en repetidas oportunidades, tanto 
nuestros historiadores clásicos como los literatos se han 
referido al Uruguay y a los uruguayos y no a orienta:es. 
Hubo algunos intentos para corregir esta situación, Cs- 
tando entre los más prestigiosos el que tuvo inicialmente 
el legislador de la primera época, de José Ellauri y luego 
el del legislador Vázquez Acevedo, en la Convención que 
dió lugar a la Constitución del 19, 


Además, en todas las menciones que de nuestro país 
se hacen en el exterior se refieren al Uruguay. En el ex- 
terior todos nos consideran como uruguayos. Llamo la aten- 
ción a que en el debate que se ha realizado en esta Sala 
en el día de hoy, preferentemente, se ha utilizado la ex- 
presión “uruguayos” y se ha manejado la de “oriental” 
un poco forzadamente, quizá, para ajustarla al texto del 
articulado. Asimismo, en numerosos tratados internacio- 
nales se usan los términos Uruguay y uruguayos. 


En consecuencia, creo que en algún momento este 
término de orientales, que cuenta solamente con dos apo- 
yaturas legales, en el Código Civil y en el Informe Fiscal 
de 1889, tendrá que ser objeto de una revisión; pero de 
todos modos me parece que es necesario que, en esta opor- 
tunidad, quede constancia de que tratamos de interrumpir 
algo que ha sido considerado como un argumento, a falta 
de otros más válidos, que es la tradición de la continuidad 
de la denominación de orientales. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador Batalla. 


SEÑOR BATALLA. — Señor Presidente: creo que a 
esta altura del debate, una larga exposición sobre el tema 
solamente haría que muchos de los señores senadores pre. 
sentes comenzaran a presentir el placer de poder cerrar 
los ojos y dormir. De modo que, simplemente, voy a des- 
tacar, con algunos pocos argumentos, la aprobación que 
en Comisión le dimos al proyecto y la posición del Frente 
Amplio que, en forma unánime, también va a acompañar 
con su voto en el Plenario. 


La discusión en el seno de la Comisión fue muy ex- 
tensa y tuvo un transcurrir muy diverso. Siempre se com 
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tó con la posición discrepante del señor senador Ricaldoni 
en lo referente al articulo 2? -—que asumió prácticamente 
desde el comienzo de dicha discusión— así como con la 
opinión unánimemente conforme con la estructura del pro- 
yecto por parte del resto de los integrantes. 


Creo que si nosotros, al culminar el estudio del pro. 
yecto en Comisión, estábamos convencidos de sus bonda. 
des, ahora lo estamos más porque el debate en el Senado 
ha resultado profundamente esclarecedor. En especial, los 
objetivos del proyecto han surgido claramente a. través 
de las intervenciones medulares de los señores senadores 
Ortiz y Aguirre, las que podemos señalar, sin duda al- 
guna, como absolutamente coincidentes con nuestro pen- 
samiento. Más aún, creemos que el Plenario ha percibido, 
en la argumentación contraria al proyecto realizada por 
el señor senador Ricaldoni, a quien mucho respetamos en 
su persona y en su pensamiento, que ha debido recurrir 
a alambicados razonamientos —y a razonamientos por el 
absurdo— para funáar lo que cn esencia fue únicamente 
su oposición al artículo 2% del proyecto, el que si bien cons: 
tituye una parte importante de la cuestión que estamos 
examinando no es lo fundamental. 


Por consiguiente, repetimos lo que dijimos ayer en uso 
de una interrupción en la que hicimos mención a la base 
esencial de nuestro pensamiento: es posible que a través 
de normas consulares se pueda dar a los hijos de urugua- 
yos nacidos en el exterior, la protección del Estado uru- 
guayo. Eso es parte de lo que el proyecto pretende resol. 
ver, pero diría que nu es lo esencial, Ello sigue siendo el 
mantener en el Uruguay, en las condiciones actuales y 
desde hace algún tiempo atrás, un país de emigración por 
primera vez en su historia, un país de sólo tres millones 
de habitautes, la vinculación entre los hijos de uruguayos 
nacidos en el exterior y la patria de sus padres. Ese fue 
para nosotros, tal vez, el argumento decisivo para darle 
nuestra conformidad al proyecto, cl que enteudemos no 
solamente no roza ninguna norma constitucional sino que 
reglamenta, en una típica función legislativa, una disposi- 
ción confusa de nuestra Carta fundamental. 


Por todas estas razones, señor Presidente, por lo dicho 
en Sala, particularmente a través de las palabras de los 
compañeros de Comisión, del miembro informante, el se- 
ñor senador Aguirre, que han hecho consideraciones que 
entendemos absolutamente indiscutibles para dar un fun. 
damento cabal a este proyecto, es que nosotros, en nom. 
bre del Frente Amplio, señalamos que le daremos nues. 
tro voto afirmativo. 


SEÑOR PRESIDENTE. -—- Tiene la palabra el señor 
senador Cigliuti. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Señor Presidente: unas pocas 
palabras para expresar mi adhesión al proyecto. Noto que 
el mismo tiene dos partes pertectamente distintas y defi- 
nidas: los artículos 1% y 2% asignan la condición de orien- 
tal, de uruguayo, de nacional de la República Oriental del 
Uruguay, a aquellas personas que la Constitución deno- 
mina, con un término común, ciudadano natural. Vale de. 
cir que este proyecto de ley establece que los ciudadanos 
naturales a los que se refiere la Constitución son nacio- 
nales de esta República. Yo entendí que eso era así siem. 
pre, aún sin necesidad de una ley, y no veo que pueda 
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haber una precisa y determinada distinción entre el he- 
cho de ser nacional de la República y de ser ciudadano 
natural de la misma. La Constitución no menciona los 
derechos del nacional del Uruguay, y precisa adecuada. 
mente los derechos del ciudadano natural, uruguayo; a tal 
punto que tiene los mismos derechos. 


Aquí, señor Presidente, se confunden los dos princi- 
pios. El nacido en la República tiene todos los derechos 
que se le otorgan, pero el no nacido en ella, siendo hijo 
de uruguayos tiene también todos los derechos. 


Nuestra Constitución es amplísima. En otras Consti. 
tuciones americanas, por ejemplo, se dice que para ser 
Presidente de la República hay que ser natural del país 
e hijo de un natural del país. O sea que el hijo de un 
inmigrante no puede ser Presidente de la República. En 
cambio, sí, lo puede ser en el Uruguay y aunque no haya 
nacido en él. Digo esto porque entre las condicions es. 
tablecidas por el artículo para ser Presidente o Vicepre- 
sidente, figura la de ser ciudadano natural. Esto último 
está definido en otro articulo en el que se dice que lo son 
los que nacieron en el país y sus hijos cualquiera fuera 
el lugar donde hubieran nacido. No hay una distinción 
entre a y b porque una persona nacida no se sabe dónde, 
pero que es hija de padre o madre uruguayo, si viene al 
Uruguay, se radica aquí y sigue la carrera política y 0b- 
tiene el apoyo popular, puede llegar a ser Presidente de 
la República, tanto haya nacido en el Senegal como en 
cualquier otra parte. 


He entendido siempre que lo que establece la Cons- 
titución, cuando coloca en la misma posición al ciudada- 
no nacido en el Uruguay y al nacido en cualquier parte 
fuera del pais, pero hijo de padre o madre uruguayo, es 
precisamente dar la nacionalidad. 


Si bien es cierto que en ninguna parte la Constitu. 
ción dice que el hijo de uruguayo es nacional del Uru- 
guay, tampoco establece que el que nació aquí es nacio. 
nal del Uruguay. Lo que la Ley hace es interpretar la 
Constitución, no sustituirla, No creo que yo vaya a ser 
ciudadano de la República Oriental del Uruguay por el 
hecho de que se apruebe este proyecto. 'También dudo 
que lo sea aquel ciudadano natural como yo, que no haya 
nacido en el país. 


La circunstancia que ayer se mencionó, solamente se 
puede dar para aquel que no tenga 18 años, pero lodos 
los documentos que yo puedo obtener y que también pue- 
de poseer un menor de 18 años, asimismo los puede tener 
un merñor de 18 años que no haya nacido en el país, si 
puede probar que el padre o la madre son uruguayos. No 
hablemos de los mayores de 18 años porque —ahí sí— los 
derechos son iguales para todos. 


De manera que no veo que pueda haber oposición a 
esta ley que, al fin de cuentas, no es la que da la naciona- 
lidad. En mi opinión, la nacionalidad la da la Constitu- 
ción cuando identifica dicha nacionalidad con ciudada. 
nía natural. Y no veo ningún derecho de los de la ciuda- 
danía natural que pueda no tener la nacionalidad. 


Por las razones expuestas, no solamente no puedo po. 
ner objeción a los artículos 12 y 29, sino que además no 
puedo dejar de votarlos, porque están interpretando el 
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texto constitucional. Digo con la misma franqueza que si 
no estuvieran, tampoco habría inconveniente ni perjuicio 
para nadie, porque hasta ahora hemos vivido sin ninguno 
de esos dos artículos, 


Creo que toda la muy interesante discusión a que he- 
mos asistido aquí, viene a ser una crítica a la Constitu- 
ción, más que a la ley. Y aunque nosotros no podemos 
cambiar ei texto constitucional, hemos estado discutiendo 
las bases o fundamentos de dicho texto, 


Estos dos primeros artículos integran la primera paz- 
te que originalmente contenía el proyecto del señor se. 
nador Ortiz. Posteriormente, la Comisión le agregó los 
demás y, eso sí, declaro que podría ser objeto de discu- 
sión, porque actualmente los derechos que tienen los ciu. 
dadanos naturales, cualquiera haya sido su lugar de na. 
cimiento, son iguales; y los deberes, también. Por lo tan- 
to, con estas disposiciones se exige más de lo que hasta 
ahora ha sido exigido al ciudadano natural del Uruguay 
nacido en el exterior, porque actualmente el único requi- 
sito que tiene que cumplir, tanto haya nacido en el ex- 
terior como en <l país, es el de probar su filiación. Para 
ello, normalmente se requicre certificado de nacimiento 
y, en el caso del que nació en el extranjero, se debe agre. 
gar el certificado de nacimiento del padre o de la madre. 
En este último caso, el certificado de nacimiento que ha 
sido expedido por una autoridad extranjera, tiene que es. 
bas visado y debidamente legalizado. 


SEÑOR MARTINEZ MORENO. — Y la libreta de 
matrimonio... 


SEÑOR CIGLIUTI. — La libreta de matrimonio es 
la fuente de donde sacan los datos necesarios para Aagre: 
gar a los documentos que se reclaman para probar las 
dos cosas: que es hijo de padre o madre uruguayo y que 
se llama de tal modo. 


Al eliminarse la prueba de vecindad, el ciudadano uru. 
guayo nacido en el extranjero se inscribe con esos dos 
documentos; pero ahora, con los artículos 39, 4% y 5%, se 
le exige otro, Y me parcce que este otro documento pue. 
de ser demasiada exigencia para el espíritu general con 
que nuestra legislación ampara a los ciudadanos orienta. 
les ¡acidos en el exterior, Porque hasta ahora, no hay 
ninguna diferencia y aquí vamos a establecer una para 
reglamentar —se dice-—. el término '““avecindamiento” que 
estabiece la Constitución, que se confunde —sC Expresa 
con el término “radicación”. Se confundirá con dicho tér. 
mino por lo que expresa la Comisión, porque ése fue el 
espíritu con que se incluyó en el texto, de acuerdo con 
los antecedentes mencionados de la Comisión Constitu- 
yente que redactara dicha disposición. 


Desde el punto de vista gramatical, hay diferencias, 
porque lo que este artículo estabiece es una prueba de 
arraigo como la que se exige, por ejemplo, a los inten. 
dentes, que deben tener 3 años de arraigo, de residencia 
y de radicación en el departamento por el que han sido 
electos, o ser nativos de él. Y la otra prueba es la misma 
que se pide a los extranjeros que aspiran a ser ciudada. 
nos legales. 


En consecuencia, advierto que esta es mucha exigen. 
cia. No digo que sea difícil de probar, pero al menos es 
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un requerimiento más que hasta ahora no existía. La 
norma de que el hijo de uruguayo es uruguayo, cual- 
quiera haya sido su lugar de nacimiento, tiene muchos 
años de establecida y la prueba que ahora se reclama no 
había sido exigida antes. Sin embargo, no había existido 
ningún problema. 


Reconozco la necesidad de que al extranjero que quie- 
ra ser ciudadano legal de nuestro país se le exija los re- 
quisitog que establece la ley de ciudadanía legal. En cam- 
bio, no participo del criterio de que se pongan las mismas 
exigencias al ciudadano natural uruguayo, hijo de urugua- 
yo, al que se ampara y se protege por nuestras normas 
constitucionales, Otorgándosele los imismos derechos que 
tiene el ciudadano natural nacido en el país. 


Creo que este artículo 5% y los otros dos que se refieren 
a él —por consecuencia, los tres artículos agregados a este 
proyecto, que tueron obíeto de discusión en la Comisión y 
que, según entiendo, respondieron a una preocupación de 
la Corte Electoral— podrían ser dejados de lado, votán- 
dose exclusivamente las dos disposiciones iniciales, Podría- 
mos, luego, realizar un mejor estudio con la Corte Electo. 
ral, a fin de ver más adelante la manera de poner exi- 
gencias mayores. 


Si hubiera que probar la residencia y no la radica. 
ción —como se dice, asimilándola a “avecinamiento”— 
bastaría, simplemente, con la presencia del interesado en 
la comisión inscriptora correspondiente, con los documen- 
tos que le son propios; y la prueba de residencia se da 
con su sola presencia ante la oficina inscriptora, como se 
hace con los ciudadanos naturales nacidos en el Uruguay. 


Por ese motivo, señor Presidente, el texto va a contar 
con mi aprobación en los artículos 1? y 2%, Me parece que 
la exigencia del 3% es excesiva. Reconozco que es Opina. 
ble, pero no creo podamos cambiar así una larga tradi 
ción en el país, desde que el texto constitucional está vi- 
gente, es decir, dezde hace muchísimos años, sin que se 
haya producido nunca problema de naturaleza alguna. Y 
no creo que se vayan a producir ahora por el hecho de 
que hayan tenido lugar sucesos Nuevos, o porque la situa- 
ción del país sea diferente o porque el mundo y la socie- 
dad hayan cambiado y los principios que antes admitia. 
mos como abzolutos ahora hayan sufrido alguna modifi- 
cación. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CIGLIUTI. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — La preocupación del señor senador 
Cigliuti no fue ajena al trabajo de la Comisión y por ello 
solicitamos la opinión de la Corte Electoral, que era la 
que nos parecía especialmente autorizada para darla. 


Voy hacer gracia al Senado de la lectura del informe 
que nos envió la Corte, pero señalo que en su parte final 
dice: “Tanto para acceder a la ciudadania natural, en el 
caso de hijos de padre o madre oriental nacidos fucra del 
territorio de la República (artículo 74) como para recupe- 
rar el ejergicio de los derechos de ciudadanía, en el caso 
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de orientales que se hayan nacionalizado en nuestro país 
(artículo 81) el constituyente exigió el cumplimiento de 
dos requisitos: avecinarse en el país, e inscribirse en el 
Registro Cívico Nacional”, 


La expresión “avecinarse” fue utilizada en su senti- 
do corriente, como sinónimo de radicarse, establecerse, 
residir, vivir efectivamente en el país, 


“De acuerdo a la definición que da el diccionario, 
avecindar es Dar vecindad o admitir a alguno en.el nú. 
mero Ge los vecinos de un pueblo. Establecerse en algún 
pueblo en calidad de vecino. Arraigar o estar de asiento". 


“Para determinar el alcance del término avecinarse 
a partir de la Constitución de 1934, resultan de particular 
interés las expresiones del miembro informante —el cons. 
tituyente Sr. Secco 1Tlla-—— con referencia a la ciudadania 
legal y la clara distinción que estalece entre los conceptos 
“domicilio”, residencia habitual y “simple residencia.” 


“No es al conzepto jurídico de domicilio ni a la pre- 
caria o accidental] estadía en el país (simple residencia) 
al que se acude. Se exige que la residencia sea habitual. 
Nc es lo miemc cue residencia ininterrumpida. Pero si 
indica el hecho material de estar incorporado efectiva. 
mente a la vida de la comunidad, que la residencia en el 
país sea un hábito, una costumbre, que denote el carác- 
ter de permanencia.” 


“Ahora bien, para Optar por la ciudadanía legal el 
constituyente estableció expresamente el término durante 
el cual debía extenderse esa residencia habitual: tres o 
cinso años según que el extranjero tenga o no familia 
constituida en la República.” 


“También lo reguló expresamente al acordar al ex- 
tranierc el derecho al sufragio sin necesidad de obtener 
la ciudadanía, exigiendo en tal caso quince años de resi. 
úencia habitual.” 


“No estableció, en cambio” —y esto es particularmente 
interesante— “cuál es el término mínimo de residencia en 
el país que debe acreditar el hijo de padre o madre orien- 
tal que decide optar por la ciudadanía natural o el na. 
cional del pais que desea recuperar el ejercicio de los de- 
rechos de ciudadanía que ha visto suspendidos por ha- 
berse naturalizado en otro Estado, El silencio del consti. 
tuyente faculta al legislador para establecer la extensión 
que debe tener esa residencia para considerar configurado 
el requisito de avecinarse en el país.” 


“En ejercicio de esa facultad el legislador de 1924 es- 
tableció en la Ley de Registro Cívico Nacional (Art. 78), 
eníre los requisitos necesarios para la inscripción, la 
*prueba de residencia” demostrando que la persona que 
pretende inseríbirac reside en el país desde tres meses an- 
tes de la fecha de la inscripción. Los Arts. 84 a 87 dis- 
pcnían que esa prueba se acreditara mediante testigos.” 


“La ley de 19 de junio de 1936 derogó los Arts. 84 a 87 
de la Ley de Registro Cívico Nacional, eliminando, por 
tanto, la prueba de testigos, Resulta opinable si esta de. 
rogación supuso asimismo la supresión de la exigencia de 
que el inscripto tenga una residencia minima de tres me- 
ses en el país o sólo de la prueba de tal circunstancia.” 
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“Si se opta por esta última interpretación se manten- 
dría vigente asimismo, la causal de exclusión prevista en 
el numeral g del Art. 125.” 


“En los hechos, a la persona que concurre a la oficina 
Inscriptora le basta con declarar un domicilio dentro del 
departamento en que pretende inscribirse para que se le 
adjudique la serie y número que corresponde a ese domi- 
cilio y se le incorpore al Registro Cívico Nacional, A 
partir de la ley de 19 de junio de 1936 no se exige al ims- 
cripto prueba de residencia en el domicilio denunciado”. 


Estas consideraciones son las que movieron a la Co- 
misión a interpretar o reglamentar la expresión avecinar- 
se, porque al no establecerlo resultaba un término inútil 
incrustado en la Constitución y que no se cumplía. Nos 
pareció que estas exigencias que establecimos en el ar- 
tículo 3? eran mínimos, de fácil comprobación, es decir, 
demostraciones de que la persona se ha avecinado en el 
país porque, ¿de qué otra manera podría probarlo? ¿Con 
su simple declaración? Creo que sería excesivo. Por algo 
el constituyente reclama el avecinamiento, la instalación 
en el país. No es un requisito inútil, ocioso, Algún funda. 
mento tuvo el constituyente para incorporarlo a la Cons- 
titución. Quisimos explicitar un poco —valga el galicis- 
mo— cl término de avecinamiento, darle contenido, y que 
no figurara como una palabra inútil, que no se cumpliera 
y de la cual se hiciera prácticamente burla. 


El señor senador Cigliuti cree que es excesivo, No 
comparto su criterio pero es un pensamiento que puede 
ser razonable. Si eliminamos esta parte, seguimos como 
hasta ahora. No hay nada que comprobar para inscribirse, 
el avecinamiento es inútil. Ni siquiera se pregunta si la 
persona está avecinada en el pais. Es por eso que hemos 
optado por esta redacción. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar el señor 
senador Cigliuti, 


SEÑOR CIGLIUTI. — Conccía esos antecedentes. Ade- 
más, eso se ha discutido muchas veces en ámbitos de la 
Corte Electoral, Pero la verdad de las cosas es que la 
Constitución le exige, para probar la ciudadania legal, 
mucho más que lo que se fija para aquel que tiene que 
probar la ciudadanía natural porque leyendo el artículo 
correspondiente de la Constitución, cuando habla del de- 
recho a la ciudadanía legal dice: “Los hombres y las mu- 
jeres extranieros de buena conducta, con familia consti. 
tuida cn la República, que poseyendo algún capital en 
giro o propiedad en el país o protesado alguna ciencia, 
arte o industria, tengan tres años de residencia habitual 
en la República”. En cambio, lo que le pide al ciudadano 
natual es el avecinamiento, que puede ser la radicación, el 
arraigo, pero también la residencia. Al igual que en la ley 
reglamentaria de este artículo, a los ciudadanos extran- 
jeros que deseen la ciudadanía legal se les exige pruebas 
de arraigo, de radicación, de residencia y alguna de todas 
estas exigencias que están en la Constitución. 


En cambio, no se exige nada —y desde hace 50 años-— 
al ciudadano natural nacido en el extranjero. Se requiere 
que el mismo se presente con los documentos que prueben 
su identidad y su nacionalidad. Quiere decir que en 52 
años no ha habido problema alguno que haya movido la 
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exigencia imperiosa al legislador para que reglamente el 
Caso. 


Debemos observar que al ciudadano extranjero se le 
exige mucho más que al natural y tiene un grado menor 
para exigirle, por ejemplo, al Intendente que tenga radica. 
ción en un departamento para poder acceder a ese cargo 
y al ciudadano natural nacido en el extranjero se le 
exige esa prueba que puede ser de vecindad o de residen. 
cia. Un vecino tampoco prueba que tiene el arraigo en eso 
lugar, que tiene el deseo de permanecer allí, de convivir 
con esa persona y de estar alli presente con esa persona. 
Cómcdamente puede establecerse en un lugar cualquiera, 
inscribirse e irse después del país. Su inscripción es váli. 
da. Este es un problema muy difícil que se refiere a otro 
artículo de la Constitución en el sentido de que cuando 
un ciudadano se naturaliza en otro país pierde no la na. 
cionalidad, sino el derecho a participar como ciudadano 
natural. Eso nunca se ha verificado, Recién ahora se pue- 
de hacer, es decir, a partir de la ley del sufraglo obliga. 
torio. Entonces sí se bajan del Registro a aquellos que no 
han participado de la elección y tampoco se han presen- 
tado en el período en que tienen derecho a expresar las 
razones por las cuales dejaron de cumplir con este requi- 
sito legal. 


Creo que representa un hecho nuevo ya que durante 
medio siglo no ha pasado absolutamente nada, y la ins. 
cripción se ha hecho igual exigiendo certilicado de na- 
cimiento, el certificado de nacimiento del padre y ahora 
se le pide también una prueba igual ante un órgano que 
no tiene tradición para pactar esos asuntos, o sea, el Mi- 
nisterio del Interior, para poder acceder a la condición 
de ciudadano matural uruguayo. Tiene que probar alguna 
de estas cosas y no es fácil. En la Corte Electoral se sabe 
que no es fácil probar que un ciudadano extranjero que 
hace años que está en el país reúna algunos de estos 
requisitos que exige la Constitucion: “Los hombres y mu- 
jeres extranjeros de buena conducta, con familia consti. 
tuida en la República, que poseyendo capital en giro o pro- 
piedad en el país, o profesado alguna ciencia, arte o in- 
dustria, tengan tres años de residencia habitual en la Re- 
pública”. 


Aquí se le exige algo bastante parecido; mucho más 
que al que está en sus mismas condiciones, es decir, al 
ciudadano natural uruguayo que nació en el Uruguay, al 
que sólo se le exige el certificado de nacimiento. ¿Por 
qué, si el otro también es ciudadano natural y tiene los 
mismos derechos, pudiendo ser también Presidente o Vi- 
cepresidente de la República? Sin embargo, señor Presi. 
dente, en este caso concreto lo que se pide me parece ex- 
cesivo. Quizá pueda darse alguna prueba más sintética o 
más simple que ésta. Me afilio a la tesis de que ha trans. 
currido medio siglo sin que rija esto. No veo que éste 
sea el momento ni que exista necesidad, por ninzuna re.- 
zón, para adoptarla. Además, hasta por una razón de sl- 
metría jurídica, si para algunos se abrogó la prueba de 
residencia, para los otros se debe hacer lo mismo. 


Termino, señor Presidente, diciendo que tengo el or- 
gullo de ser uruguayo y oriental y no me olvidaré jamás 
de la rica experiencia moral y espiritual que marca el 
artiguismo sin el cual no hubiera habido —ya se sabe— 
República Oriental del Uruguay. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: como 
miembro de la Comisión me siento en la obligación de 
expresar en el Senado, por lo menos el motivo de mi voto 
favorable al informe en mayoría que la Comisión de 
Constitución y Legislación ha emitido, en este caso con 
la discordia o el informe en minoría del señor senador 
Ricaldoni. 


Declaro que estoy de acuerdo con este proyecto, como 
no puede ser de otra manera ya que firmo aquel informe, 
pero desde que comenzamos a discutirlo en profundidad 
en la Comisión, me hicieron fuerza de manera primordial 
los argumentos que ahora repitió el señor senador Rical. 
doni en relación con el artículo 2%. El señor senador ha 
puesto énfasis en este aspecto y ello ha dado lugar a este 
debate que se ha originado en Sala. 


Deseo expresar un punto de vista que no pcdría ca- 
llar ahora, después de haber escuchado todo el debate 
que $e ha promovido en relación con este asunto. No sé 
si dada la gravedad que, eventuaimente, puede tener la 
modificación o la reglamentación legal del precepto cons. 
titucional al respecto de ciudadanos naturales o naciona- 
les, se podría innovar de manera muy especial y muy pro- 
funda, en una materia que, inclusive, está coment:da en 
el informe y que puede incidir en situaciones particular- 
mente importantes en la vida del país. 


El señor senador Ricaldoni comienza por manifestar 
que el asunto que estamos tratando, en relación especifi. 
camente con el artículo 2%, tal cual surge del derecho 
comparado, “es más propio de la materia constitucional 
que de la legislativa” y cita una serie de Cartas Consti. 
tucionales que consagran estas disposiciones, pero que no 
las referirían al texto legal. En consecuenc:a, para él se 
trataría de un mandato incondicionado del constituyente, 
es decir, de aquel tipo de disposiciones que no pueden 
quedar libradas a la regulación legal y que, por lo tanto, 
son extrañas a la materia l:g.clativa, en la que ésta no 
tiene competencia. Pero el problema es más delicado de 
lo que a primera vista parece, porque, si es verdad, como 
se dice en nuestro propio informe -—que suscribimos con 
el miembro informante señor senador Ortiz— que, “en 
cuanto a la nacionalidad el constituyente sólo la mencio. 
ma incidentalmente en el artículo 81 y no para definirla 
O para explicarla, sino únicamente en cuanto tiene rela. 
ción con la ciudadanía, su mención mantiere la impreci. 
sión en cuanto al deslinde de csos conceptos”. Se agrega, 
en este mismo informe, un aspecto sobre el que tuvimos 
dudas en cuanto a si podíamos legislar o no en eze Caco. 
Lamentamos no haber refrescado nuestra memori. en re. 
lación con la cita que respecto de este punto, creemos 
que hace el doctor Justino Jiménez de Aréchaga. Nos pa- 
rece recordar que él se ocupó de este tema, pero, por ra- 
zones de tiempo, no hemos tenido oportunidad de com. 
probar la mención que ahora vamos a hacer, 


Sobre estos puntos quiero eXpresar algunas reservas, 
por lo menos para tranquilizar mi espíritu, ya que soy 
firmante —el señor senador Aguirre me dice: “tranmquili- 
zar mi espíritu” solamente en este aspecto— de ese infor- 
me, En el mismo se agrega: “De todas esas deliberaciones 
surge claramente que los hijos de padre y madre o:ienta. 
les nacidos en el exterior eran considerados de nacionali. 
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dad extranjera sin perjuicio de sus derechos a la ciuda- 
danía”. No estoy absolutamente seguro en este momento, 
repito, pcro tengo entendido que, inclusive, el doctor Ji 
ménez de Aréchaga sostenía que quienes estuvieran en 
esta situación no podrían ser, por ejemplo, Presidente de 
la República por ser extranjeros. No eran ellos nacionales, 
porque habían nacido en el extranjero y, por lo tanto, les 
faltaba la aptitud que la Carta indica para acceder a las 
investiduras de Presidente de la República, Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia o Vicepresidente de la Repú- 
blica y otras de análoga naturaleza, porque habían naci. 
do en el exterior. : 


Es sabido que el artículo correspodiente de la Cons- 
titución establece que para ser Presidente de la Repúbli- 
ca, por ejemplo, se necesita ciudadanía Natural en ejer. 
cicio. Indudablemente, quien nació en el exterior es ex- 
tranjero según nuestra Carta. Quizá —y en ese aspecto 
quiero serenar mi espíritu-— el señor senador Ricaldoni 
tiene razón cuando plantea estas reservas en relación con 
el artículo 2%. No estoy seguro si por vía legal, adoptando 
una posición de mandato constitucional condicionado reco- 
gemos la disposición de la Carta y modificamos el ámbito 
de su aplicación, estamos haciendo que una persona nacida 
en el extranjero —aunque sea hija de padre y madre orien. 
tal— pueda acceder a la Presidencia de la República, No 
sé si estamos habilitando un elemento más y por ello pon- 
go de manifiesto esta duda que ahora me asalta. Natu- 
ralmente, tengo la preocupación de no ampliar el ámbito 
de aplicación de una norma constitucional por la vía le- 
gal —lo que nos está absolutamente impedido— habili. 
tando la posibilidad de acceso a determinadas funciones 
públicas que la Constitución prohibe para casos como éste. 


SEÑOR ORTIZ. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Para acceder a la Presidencia de 
la República, la Constitución exige la ciudadanía natu- 
ral en ejercicio y la edad de 35 años; no habla de nacio- 
nalidad. Entender que nacionalidad es sinónimo de ciu- 
dadanía es una opinión que no comparto, porque creo que 
son dos cosas distintas; pero la Constitución no le exige 
al Presidente la nacionalidad sino, repito, la ciudadanía 
natural en ejercicio. 


Deseaba aclarar, señor Presidente, este concepto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede continuar cl señor 
senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO, —- Naturalmente, señor Presi. 
dente, ya expresé que el artículo correspondiente de la 
Constitución indica que se necesitan tantos años de edad 
y ciudadanía en ejercicio. 


Sin embargo, la persona nacida en el exterior, aun- 
que sea hija de padre y madre orientales, hasta ahora es 
considerada de nacionalidad extranjera porque la confu- 
sión persiste en la terminología. Entonces, decimos en el 
propio informe que hasta ese momento ——hasta aquel en 
que se sancionare esta norma que estamos considerando— 
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los hijos de padre o madre, o de padre y madre orienta- 
les nacidos en el exterior son considerados de nacionali- 
dad extranjera. Esto me hace preguntar si no estaremos 
introduciendo aquí un elemento de distorsión o si no es 
taremos ampliando, reitero, el ámbito de aplicación de 
una norma constitucional, para lo cual tenemos absoluto 
impedimento. 


El hecho de que el Presidente de la República —pa 
ra poner como ejemplo el cargo de más alta dignidad del 
país-—- necesite ciudadanía natural, indudablemente se apo- 
ya en la concepción que todos tenemos y que nadie puede 
poner en duda, de que un extranjero no puede ser Presi- 
dente de la República, en este país ni en nigún otro país, 
hasta donde conozco, 


La Constitución no ha definido todavía que sea uru- 
guayo u oriental —según como guste decirse— el nacido 
fuera del territorio del Uruguay, aunque sea hijo de pa- 
dre y madre orientales. Por lo tanto no sé —y esta es la 
duda que tengo ahora después de haber firmado el infor- 
me-— si no estamos ampliando el ámbito de aplicación de 
una norma constitucional y habilitando la posibilidad que 
mencionaba el señor senador Ricaldoni, o sea, que esta- 
mos dando legitimación a un ciudadano no oriental, naci. 
do fuera de este país, para que pueda acceder a esas dig- 
nidades. 


Creo -——digo creo porque no estoy seguro, no tengo la 
certeza en este momento— que el doctor Jiménez de Aré- 
chaga sostenía que quienes se encontraban comprendidos 
en estos casos no podian, por ejemplo, acceder a la Pre- 
sidencia de la República, a la Vicepresidencia —felizmen- 
te, el señor Vicepresidente nació en este país— a la Su- 
prema Corte de Justicia y a otros cargos de análoga na- 
turaleza donde se exige, precisamente, la ciudadanía na- 
tural en ejercicio. Pero la ciudadanía natural en estos ca- 
sos, reposa en la nacionalidad, porque evidentemente, en 
Nuestro concepto, hay que ser ciudadano natural pero hay 
que ser nacional del país para ocupar esos Cargos. 


SEÑOR ORTIZ, — No, señor senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Hasta ahora ese es el con- 
cepto que tenemos, pero si nosotros mismos decimos en el 
informe que hasta este momento se entiende que quien 
ha nacido en otro país distinto al Uruguay no es nacio- 
nal de él sino extranjero, indudablemente, por esta norma 
se estaría ampliando la posibilidad y permitiendo que de- 
terminadas personas puedan ocupar ciertos cargos que la 
Constitución les veda expresamente, 


Por ejemplo, se agrega en el informe, a través de 
un enjundioso trabajo realizado por el actual Vicepresi. 
dente de la Corte Electoral, el Ministro Carlos A. Urru- 
ty, que “no se ha previsto la consecuencia que ese mis- 
mo hecho provoca en el ciudadano natural, que por ser 
extranjero, hijo de padre o madre oriental, ni es nacio- 
nal ni es ciudadano legal, dejando librado al campo de la 
polémica el tema de la renunciabilidad o disponibilidad 
de la ciudadanía natural por parte de esa categoría de 
ciudadanos”. 


Como señala muy bien el señor senador Ortiz —y 
nosotros lo hemos manifestado de manera expresa-— es 
indudable que la Constitución dice que se debe ser ciu- 
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dadano natural, en la especie, pero parte de la base im- 
plícita —y me atrevería a decir que también lógica— de 
que ese ciudadano natural tiene que ser natural del pais 
de que se trata. Pero si es extranjero, como nosotros lo 
expresamos aquí e indudablemente lo confesamos, esta. 
mos, por vía legal, ampliando un mandato constitucional, 
es decir, estamos realizando una actuación que nos está 
absolutamente vedada por falta de competencia y de le- 
gitimación en la materia de que se trata. ; 


Quería decir esto porque de ninguna manera podía 
callar este punto de vista después de haber escuchado los 
enjundiosos discursos que se han dicho en Sala por parte 
de los señores senadores Ortiz, Ricaldoni y Aguirre, máxi- 
me al ser firmante del informe. Debido a las manifesta- 
ciones formuladas en su solitario informe por el señor 
senador Ricaldoni —el hecho de que sea solitario no quie- 
re decir que no tenga razón— he meditado en lo que sé 
decía y he expuesto todas estas dudas que pienso debería. 
mos tomar en consideración a los efectos de no caer en 
ninguna de las seis reservas que hace el señor senador 
Ricaldoni en su informe en minoría. Además, reitero, que 
cesta inquietud que yo señalaba expresamente y que 'es. 
tablecimos en nuestro propio informe, puede tener even- 
tualmente, su gravedad. ; 


Por lo tanto, llamo la atención de los integrantes de 
la Comisión de Constitución y Legislación y del Senado 
sobre este punto. Este informe está firmado entre otros 
-—Claro, como me indica el señor senador Garcia Costa— 
por el señor senador Aguirre, y precisamente a él me 
estoy dirigiendo porque no sé si se le ha pasado por alto 
este problema. Es decir, no sé si no lo vio, si no quiso 
verlo o si no cree en lo que digo. Es una de esas tres 
posibilidades, o pudo haber ocurrido que hayan sucedido 
las tres. Pero el señor senador Aguirre me mira y se ríe... 


SEÑOR PRESIDENTE. — Advierto al señor senador 
Cersósimo que se tiene que dirigir a la Mesa. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pero el señor Presidente, con 
el espíritu amplio que lo caracteriza, sabrá disimular mis 
errores reglamentarios. 


Le concedo una interrupción al señor senador Aguirre, 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Puede interrumpir el señor 
senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — En realidad, no he solicitado 
ninguna interrupción al señor senador Cersósimo pero “bre. 
vitatis causa” y para descanso de los colegas, voy a sa. 
tisfacer su inquietud fuera de la sesión. ] 


SEÑOR CERSOSIMO. — Muy bien, señor senador. Se 
ve que quedó impresionado con los argumentos que he 
dado porque no se anima a contestarme públicamento, 
Como es un jurista de alto vuelo y un técnico con gran 
rigor científico, sin duda tendrá que consultar todos sus 
antecedentes para contestar estas modestas manifestacio. 
nes que estamos formulando. 


Era esto, simplemente, lo que quería manifestar, con 
las debidas excusas que formulo al señor senador Ortiz 
en el sentido de que esto no quiere decir que no apoye este 
proyecto, pero no hubiera permanecido con tranquilidad 
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en mi conciencia si no hubiera puesto de manifiesto estas 
reservas que ahora me han surgido y que, naturalmente, 
sentía el deber de poner en conocimiento del Senado. 


SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente: estamos asis- 
tiendo a un debate de suma trascendencia, que se ha ca- 
racterizado por dos aspectos que me parece oportuno re- 
saltar. 


En primer lugar, hay una preocupación sumamente 
loable del proyectista de estas disposiciones a considera. 
ción, del autor de la iniciativa originaria, el señor senador 
Ortiz, que ilustra en su Exposición de Motivos sobre las 
razones de fondo que han inspirado su pensamiento para 
tratar, de alguna manera, de efectuar una reparación —si 
se me permite la expresión— a la situación de quienes, na- 
cidos en el exterior de la República, en el extranjero, se 
encuentran, si se quiere, en la orfandad, respecto de sus 
posibilidades de tener una nacionalidad. Por ende, el pro- 
yecto está inspirado en un sentimiento que calificaría de 
humanitario en cuanto representa el propósito de atender 
esa situación y de viabilizar una interpretación legisla- 
tiva que dé amparo a esas situaciones, desde el punto de 
vista de nuestro país. 


Al mismo tiempo, la segunda constancia que me pare. 
ce oportuno realizar es la de que hemos asistido a un de- 
bate en el que todos los señores senadores han hecho de- 
sarrollos sumamente fundamentados, con verdadera sa- 
piencia y conocimientos, con argumentaciones jurídicas en 
uno u otro sentido pero, evidentemente, tratando de apor. 
tar al debate parlamentario y a un tan importante pro- 
yecto de ley un conjunto de puntos de vista y observacio- 
nes de altos quilates. 


Mi propósito va a ser simplemente formalizar algu- 
nas reflexiones de menor calibre sobre este tema tan im. 
portante, porque no cumpliría con mi función de senador 
si, de alguna manera, no colaborara verificando lo que 
creo es también un punto de vista que significa, por lo 
menos, desarrollar algunos tópicos que aún no han sido 
suficientemente tratados. 


En primer término, señor Presidente, señalo que el 
texto, en su totalidad, el proyecto de ley en su integridad, 
es una interpretación de la Constitución. Observo que el 
artículo 32 de este proyecto oficia de norma interpretati- 
va de una disposición específica de la Constitución, el ar. 
tículo 74. Pero me parece que $us artículos 1% y 2% no 
tienen menor valor en cuanto tratan de interpretar el al. 
cance de un concepto que está, en cierta forma, subya- 
cente, no explicitado, no desarrollado ni descripto en la 
Constitución de la República y que ha sido el motivo ge- 
nerador de la controversia en lo que hace a las distintas 
interpretaciones dadas. 


En consecuencia, que lo primero que debe plantearse 
es que un proyecto con este alcance, cuyo objeto es ex- 
plicitar el concepto de nacionalidad, debió desarrollar al. 
gunos elementos calificantes —no voy a decir que son 
definiciones de la nacionalidad—- que nos permitan deter. 
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minar el objetivo concreto que pueda tener el proyecto en 
relación a situaciones particulares que se planteen. Por 
ende, tenemos que manifestar que el proyecto, en ese sen- 
tido, poco adelanta respecto a lo que la Constitución es- 
tabiece. En verdad, creo que tal como lo señala Justino 
Jiménez de Aréchaga, el concepto de nacionalidad es y 
va a seguir siendo un concepto referido estrictamente a 
la conceptuación doctrinaria. Además, en la generalidad 
de los países, tal es el contenido de la nacionalidad que 
se resuelve, en definitiva, en el pensamiento de quienes 
trabajan sobre la ciencia jurídica pública, con el fin de 
aportar los rasgos que caracterizan tal definición, 


De cualquier forma, nos encontramos con que este 
texto interpretativo de la Carta va a regular un sistema 
constitucional que está afiliado a una concepción más na. 
turalista y, fundamentalmente, de inspiración netamente 
“rousseauniana”. Nuestra Constitución se inspira en un 
concepto de contrato social. Lo dice su artículo 1% cuan. 
do refiere a que la República Oriental del Uruguay es la 
asociación política de todos los habitantes comprendidos 
dentro de su territorio y, por ende, enraiza muy clara- 
mente en la concepción contractualista que inspiró todas 
las Constituciones del siglo pasado en América Latina y 
que son tributarias de ese pensamiento. 


Esta definición del artículo 1%, que ha determinado 
desarrollos particulares de los señores senadores y refe. 
rencias concretas a su alcance, no aclara o es un elemento 
que, de alguna manera, interfiere p incide en la concep. 
tuación de los términos de nacionalidad y de ciudadanía, 
por cuanto parecería que quienes no integran o no están 
en el territorio de la República, “contrario sensu” no tor- 
man parte de esa asociación política que es la República 
Oriental del Uruguay. 


Seguidamente, el artículo 4% aporta un dato concreto 
cuando refiere a que la Nación es la titular de la ciudada. 
nía; nuestro sistema es simplemente descriptivo del tér. 
mino Nación porque, repito, no está definido ni calificado 
en su desarrollo y significado. El artículo 4% expresa que 
la soberanía, en toda su plenitud, existe radicalmente en 
la Nación, a la que compete el derecho exclusivo de esta- 
blecer sus leyes del modo que más adelante se expresará. 


Luego, el artículo 74 pasa directamente a referir quié. 
nes son ciudadanos, distinguiendo entre ciudadanos natu- 
rales —en la doble conceptuación de quienes han nacido 
en cualquier punto del territorio de la República o son 
hijos de padre o madre orientales, cumpliendo determina. 
dos requisitos de avecinamiento y de inscripción en el 
Registro Civico— y ciudadanos legales a que tienen dere- 
cho los hombres y mujeres extranjeros. 


En este orden de ideas, la Constitución de la Repú. 
blica en su artículo 77 —reiterando el concepto de Na. 
ción-— dice que todo ciudadano es miembro de ésta. 
“Contrario sensu”, se supone que quienes no son ciuda. 
danos no son miembros de la Nación y que la condición 
de ciudadano y de miembro de la Nación, por tanto, de 
la soberanía de la Nación es la de ser elector y elegible. 


La identificación entre el concepto de nacionalidad y 
ciudadanía se afirma en el artículo 81 de la Constitución 
cuando señala que la nacionalidad no se pierde ni aún 
por natularizarse en otro país; inmediatamente, sin pau- 
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sa en el contenido filosófico que lo inspira, dice que pa- 
ra recuperar el ejercicio de los derechos de ciudadanía 
—y, por tanto, hace una clara identificación entre ésta 
y nacionalidad — basta con avecindarse en la República 


e inscribirse en el Registro Cívico, 


Esto supone que estamos frente a un sistema consti- 
tucional en el que la nacionalidad y la ciudadanía se 
identifican. La ciudadanía confiere el derecho de ser elec- 
tor y elegible que, aparentemente, es el único, específico 
Derecho que irroga la ciudadanía para cualquier persona 
que reúna las calidades que define como precisas para 
ser tal, En definitiva, identifica los conceptos de ciudada- 
nía y nacionalidad, 


De manera que, señor Presidente, tomando en cuen- 
ta estas condiciones, parecería que la separación del con- 
cepto de nacionalidad algo que está explícito en este pro- 
yecto que distingue perfectamente un término de otro; 
supone una interpretación de la Constitución que va más 
eulá de la misma. Con esto no quiero decir que se le haya 
dado una interpretación inconstitucional, pero, por lo me- 
nos, debemos admitir que el texto hace una distinción 
entre la calidad de nacional y de ciudadano. Esta diferen. 
ciación entre uno y otro demuestra que la norma, al ex- 
plicitar los conceptos, se aparta estrictamente de la ca. 
lificación constitucional del nacional como ciudadano y, 
en ese sentido, a mi juicio, se puede establecer algún tipo 
de colisión con las pautas establecidas en la Constitución 
de la República. 


El alcance de los artículos 1? y 2%, vuelvo a repetir, 
significa una interpretación de la Constitución en la que 
se disciernen ambos conceptos. Reitero que esto no lo ha- 
ce la Constitución. 


¿El intérprete puede hacer una distinción que la Car- 
ta no establece? Y de otra manera, ¿puede establecer una 
distinción que aparentemente choca con las normas cons. 
titucionales que establece un sistema de identidad cntre 
la nacionalidad y la ciudadania? Esta es una cuestión 
muy difícil de resolver, pues plantea grandes dudas. En 
lo personal, diré que no he podido discernir claramente 
ni entender cste proyecto que, desde el punto de vista de 
su inspiración y del sentimiento que late en torno al mis. 
mo, cuenta con mi Opinión favorable. No ocurre así desde 
el punto de vista racional dada la interpretación de las 
pautas que la propia Constitución refiere, 


En definitiva, señor Presidente, considero que si ésta 
es, estrictamente, la voluntad de dar una interpretación 
constitucional el texto de las normas debe expresar cla- 
ramente que estamos interpretando la Constitución de la 
República, porque se trata de eso y, por ende, de la mis- 
ma forma que lo establece el artículo 3% que interpreta la 
Constitución, nosotros estamos aquí dándole un significa. 
do que no puede escapar del enunciado concreto de la 
norma a establecerse, Esto está referido, tanto para el ar. 
tículo 1%, como para el artículo 22. 


En resumen, dejo estas dudas planteadas, creyendo 
que más allá de la buena inspiración de este proyecto 
— inspiración que compartimos— existen dudas y debe- 
ríamos agotar los medios necesarios para poder viabilizar 
la posibilidad de que quienes hayan nacido fuera del te- 
rritorio de la República vean traducidos estos esfuerzos en 
hechos concretos, como, por ejemplo, la obtención de un 
pasaporte o normas de carácter similar que se han men. 
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cionado en el curso de este debate. Sería prudente hacer- 
lo así, sin entrar en la consideración de fondo de una in- 
terpretación constitucional que, de alguna manera, va a 
rozar con la práctica que ha sido seguida durante la his. 
toria de nuestro país en esta temática. 


Era cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Si no se:hace uso de la pa- 
labra, correspondería votar en general este proyccto de 
ley. 


Los señores senadores por la afirmativa, sírvanse in- 
dicarlo. 


(Se vota:) 
—22 en 24, Afirmativa, 


En discusión particular, 
Léase el artículo 1%. 


SEÑOR BATALLA, — Pido la palabra para una cues. 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BATALLA. — Solicito que se suprima la lec- 
tura. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 

—22 en 24. Afirmativa, 

En consideración el artículo 1%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—21 en 24, Afirmativa. 

En consideración el artículo 2%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

—20 en 25. Afirmativa, 

En consideración el artículo 39. 

SEÑOR CIGLIUTI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Por las consideraciones que for- 
mulé cuando se discutió en general el texto del proyecto 
de ley, no voy a votar este artículo 3% tal como está re- 
dactado. 


Creo que este artículo y los que siguen después tea. 
drían que ser reajustados y objeto de un nuevo estudio 
por parte de la Comisión. 


Cuando estaba vigente la prueba de vecindad exigida 
a los que se inscribían en el Registro Civil siendo ciuda. 
danos naturales, uruguayos, nacidos en el país, el tiempo 
que se les exigia de permanencia en el país era de tres 
meses. Me parece excesivo el plazo de un año que está 
estabiecido en el proyecto; los literales hb), c) y d), im- 
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portan prueba de arraigo tan exigentes como las que se 
establecen ahora para el ciudadano legal, es decir, para 
el extranjero que aspira a la ciudadanía legal, no para el 
ciudadano natural, hijo de padre o madre uruguayos, na- 
cido en el exterior. 


Creo que el literal a) tiene tanta amplitud que no 
puede aceptarse. 


La ley que establece la ciudadanía legal preceptúa 
adecuadamente, punto por punto, sin establecer un princi- 
pio tan amplio que absorbe a todos los demás. 


De manera que, por estas consideraciones, repito, no 
votaré el artículo 32 con esta redacción. No hago moción 
para que el proyecto vuelva a Comisión, porque no sé 
cuál es la opinión del Senado. Declaro que me parece ex- 
cesivo para los fines que se proponen y altera una tradi- 
ción mantenida por 50 años, sin el menor inconveniente. 


SEÑOR FORTEZA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR FORTEZA. — Brevemente quiero señalar 
que comparto las manifestaciones formuladas por el se- 
ñor senador Cigliuti. En consecuencia, quien habla tam- 
poco votará el artículo 32 y siguientes. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Si no se hace uso de la pa. 
labra, se va a votar el artículo 30, 


(Se vota:) 
—17 en 23. Afirmativa. 
En consideración el artículo 49. 


SEÑOR OLAZABAL. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR OLAZABAL. — Señor Presidente: considero 
que este artículo tiene una limitación muy importante y 
contraría el espíritu general de amplitud con que ha sido 
estructurado. Esa limitación está referida con la obligación 
que tienen los menores de convivir con sus padres orien- 
tales o con alguno de ellos, en la República Oriental del 
Uruguay. 


Pienso que no es difícil imaginarse una enorme canti 
dad de casos en los que los menores necesariamente no 
tienen que convivir con sus padres. Esto se presenta, no 
sólo en el caso de los huérfanos —que sería muy claro— 
sino cuando existe una serie de situaciones familiares, abso- 
lutamente comunes y normales, cuando se trata de fami- 
lias cuyos integrantes pueden estar, algunos en el exte- 
rior y otros residiendo en el Uruguay. 


A lo dicho habría que agregar el caso —seguramente 
común— de menores que pierden a sus padres en el exte- 
rior y que por no tener allí parientes o allegados de esa 
naturaleza, se refugian en el seño de la familia que le ha 
quedado en el país. 


Considero que en este sentido la redacción no es fe- 
liz y que no ha sido la intención establecer una relación 
directa con los padres; se trata de que efectivamente exista 
un avecinamiento por parte del menor. 
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Por lo expuesto, propondría que se modificara la re- 
dacción del artículo a fin de darle mayor extensión, ya 
sea abarcando a tutores o estableciendo, en un párrafo in- 
dependiente, que en el caso en que el menor resida en la 
República sin convivir con sus padres, se admiten medios 
de prueba generales que estén de acuerdo con la estruc. 
tura del artículo 32 y con las posibilidades que brinda 
el artículo 5% para solucionar esta. situación. 


Quería dejar planteada esta duda. 


Como no he pensado en una redacción sustitutiva, me 
gustaría escuchar la opinión que los integrantes de la Co. 
misión tienen al respecto. 


SEÑOR GARCIA COSTA. —- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCIA COSTA. — Señor Presidente: pido 
excusas al Cuerpo, porque deseo volver momentáneamente 
al aiticulo anterior, pero estimo que el tema puede tener 
cierta importancia. 


El numeral 79) del artículo 77 de la Constitución dice 
textualmente: “Toda nueva ley de Registro Cívico o de 
Elecciones asi como toda modificación o interpretación de 
las vigentes, requerirá dos tercios de votos del total de 
componentes de cada Cámara”. Teniendo en cuenta esto, 
quisiera preguntarle al señor Presidente, aunque por des. 
contado sea necesario meditarlo: si el artículo 3% del pro- 
yecto está señalando una fórmula de figurar en el Regis. 
tro Cívico, ¿no requiere los dos tercios de votos prescritos 
por el numeral 79) del artículo 77 de la Constitución? Al 
reparar en la votación de dicho artículo, recordé que exis- 
tía un requerimiento de dos tercios de votos y buscando 
rápidamente en la Constitución encontré el artículo leído 
pero no estoy en condiciones de formalizar una objeción, 
sino meramete me limito a ponerlo de manifiesto. 


Quisiera saber si la Comisión tuvo oportunidad de 
analizar el punto, porque quizás estoy cometiendo un gra. 
ve error y no debería haber planteado este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE, — La Mesa solo puede mane- 
jarse con el texto que acaba de invocar el señor senador 
García Costa, y si continuamos la lectura del inciso men. 
cionado, vemos que se dice: “Esta mayoría especial regirá 
solo para las garantías del sufragio y elección, composi. 
ción, funciones y procedimientos de la Corte Electoral y 
corporaciones electorales”. Pareceria, entonces, que el acá. 
pite del inciso 72) del artículo 77 de la Constitución, que 
dice que ““foda nueva ley de Registro Cívico o de Elce- 
ciones, así como toda modificación o interpretación de las 
vigentes, requerirá dos tercios de votos del total de com. 
ponentes de cada Cámara”, está restringido o acotado por 
la siguiente frase que establece: “Esta mayoría especial 
regirá solo para las garantías del sufragio y elección, ...” 


Seguramente, el señor senador Cigliuti, que tiene una 
rica experiencia en la Corte Electoral, o los señores miem. 
bros de la Comisión de Constitución y Legislación, pue- 
den responder a esta preguata mejor que quien habla, 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR ORTIZ. — Precisamente, iba a dar la misma 
explicación que el señor Presidente. la mayoría especial 
se requiere solo para aquellos casos específicamente esta- 
blecidos en el numeral 7?) del artículo 77 de la Consti. 
tución y ninguno de ellos es el comprendido en este pro- 
yecto. 


Deseo referirme ahora a la observación formulada 
por el señor senador Olazábal. 


Entendemos que los menores de edad, precisamente 
por serlo, no pueden manejarse por sí solos. Pensamos, 
entonces, que las exigencias establecidas en el artículo 39 
deben ser cumplidas por sus padres. No pedimos que el 
menor haya instalado un comercio o una industria, o haya 
tomado en arrendamiento o prometido adquirir una finca, 
sino que exigimos el cumplimiento de esos extremos por 
parte de los padres con los que convive. 


Lo que dice el señor senador Olazábal puede ser ra. 
zonable, y por ello consultaría a los restantes miembros 
de la Comisión si están de acuerdo en incluir a los tutores. 


SEÑOR AGUIRRE. — Estoy de acuerdo. 


SEÑOR BATALLA. — No creo que exista inconve: 
niente. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR CIGLIUTI. — Veo que el debate se ha du- 
plicado y se están confundiendo las cosas. Por un lado €s- 
tamos hablando del texto y de su posible mejoramiento, 
modificando la redacción y, por otro, se está discutiendo 
una cuestión previa que fue planteada por el señor sena- 
dor García Costa, en el sentido de saber si se necesitan o 
no dos tercios de votos del total de componentes para apro- 
bar cada uno de los articulos de este proyecto, cifra que 
en algunos casos fue alcanzada y en otros no. 


No sé exactamente la fecha en que este proyecto fue 
presentado por el señor senador Ortiz, pero el texto del 
articulado está fechado en agosto; y desde entonces ya 
ha transcurrido mucho tiempo. Creo, pues, que es conve- 
niente pensar que ésta sería la primera ley que modifica 
disposiciones de las leyes del Registro Cívico, ampliándo- 
las o mejorándolas, sin contar con los dos tercios de votos 
del total de componentes de este Cuerpo. Desde el año 
1924 en adelante, todas las leyes electorales que se han 
sancionado, han sido aprobadas por mayorías especiales. 
Siempre estuvimos de acuerdo en que eran necesarios los 
dos tercios de votos, y no conozco ninguna ley que no los 
haya tenido. Si establecemos un procedimiento que exige 
un nuevo requisito para que el ciudadano pueda inscri- 
birse, no afectamos la garantía del sufragio, pero modifi- 
camos las normas en las que éste se basa o las que luego 
debe tener en cuenta. Habiendo esperado ya tanto tiempo, 
me parece que lo más lógico sería permitir a la Comisión 
de Constitución y Legislación que estudie adecuadamente 
el tema. Considero que realmente sería de interés que ana- 
lizara el punto y se pronunciara, porque dentro de pocos 
días una comisión especial confeccionará la Ley de Par- 
tidos Políticos y ella indefectiblemente necesitará un 
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acuerdo. En todos los casos en que se ha cambiado algo 
de la Ley Electoral, se han requerido dos tercios de vo- 
tos. Así ocurrió cuando se derogó el principio de residen- 
cia, cuando se abrogó el principio de que no podría haber 
acumulación por distintivo, cuando se introdujeron los 
actuarios en las comisiones receptoras de votos, cuando 
dejaron de introducirse, cuando se aprobaron las leyes de 
1935 y de 1939, etcétera. Siempre fue así, aun con Par- 
lamentos más o menos legítimos. Por lo tanto, creo que 
también en este caso debemos exigir dos tercios de votos 
del total de componentes del Cuerpo. E 


Debo decir que en este proyecto se han alcanzado los 
dos tercios de votos en aquellos artículos que no afectan 
al sufragio ni a la elección, porque se refieren a la nacio. 
nalidad. Los artículos 1% y 2% no tratan asunto electoral 
alguno; los otros, en cambio, se refieren claramente a 
problemas electorales, Precisamente, el último artículo de 
este proyecto establece que el certificado que expedirá el 
Ministerio del Interior solo tendrá validez a los efectos 
dispuestos por los artículos 74 y 81 de la Constitución de 
la República, y el 74 es el que define a los ciudadanos 
naturales. 


Reitero que, a mi entender, lo correcto sería que 
el asunto volviera a Comisión a fin de que ésta elevara 
un informe preciso sobre las normas constitucionales men. 
cionadas por el señor senador García Costa y formulo mo- 
ción en ese sentido. 


SEÑOR PRESIDENTE, -—— La Mesa fue omisa en cuan- 
to a no haber sometido a reconsideración el artículo 3%, 
lo que motivó que estuviéramos discutiendo simultánea- 
mente los artículos 32 y 4%, 


De manera que vamos a rectificar la omisión y, por 
lo tanto, se va a votar la moción que formuló el señor 
senador García Costa en el sentido de reconsiderar el 
artículo 39. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

—20 en 22. Afirmativa. 

Continúa la discusión sobre el artículo 39. 
SEÑOR ORTIZ, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — El señor senador Cigliuti invoca 
la costumbre de muchos años en el sentido de que todas 
las leyes que hayan tenido una relación con temas electo. 
rales se han votado con 2/3 de votos. La costumbre es 
muy respetable, pero debe ceder paso en este lugar al 
texto claro y específico de la ley. No es cuestión de que 
porque la costumbre haya sido en determinado sentido, 
estemos olvidando que, precisamente, el inciso 79 del ar- 
tículo 77 excluye de la mayoría especial y algún sentido 
ticne esta exclusión porque al comienzo del inciso se di. 
ce: “Toda nueva ley de Registro Cívico o de Elecciones, 
así como toda modificación o interpretación de las vigen. 
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tes requerirá dos tercios de votos dei total de componentes 
de cada Cámara. Esta mayoría especial regirá sólo para 
las garantías del sufragio y elección, composición, fun- 
ciones y procedimientos de la Corte Eiectoral y corpora- 
ciones electorales”. Es decir, Juntas Electorales. 


Evidentemente este artículo no se refiere ni a la com- 
posición, ni a las funciones, ni a los procedimientos de la 
Corte ni de las Juntas Electorales, de tal manera que para 
mi es sumamente claro que no requiere los 2/3 de votos. 
Querer dar otro contenido a esto sería forzar lo que Gis- 
pone la Constitución. De manera que no advierto la po- 
sibilidad de que exista alguna duda, cuando el texto cons- 
titucional es sumamente claro, por lo menos desde mi 
punto de vista. 


SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR AGUIRRE. — Señor Presidente: simplemente 
para expresar que es muy claro ——por lo afirmado por el 
propio señor Presidente y ahora por el señor senador Or- 
tiz— que la excepción que contiene el inciso 7% del ar- 
tículo 77 de la Constitución, respecto a la regla general, y 
en virtud de la cual las leyes se sancionan por mayoría 
simple, dentro del quórum establecido reglamentariamente, 
no rige en este caso, Es claro el inciso 72 del artículo 77 
de la Constitución en cuanto a delimitar en forma muy 
precisa las situaciones excepcionales en que se requiere 
la mayoría especial de dos tercios. 


Agrego, señor Presidente, que es conocido el principio 
jurídico según el cual las excepciones son de interpreta- 
ción estricta. Es decir, las reglas generales son las que 
pueden extenderse a otros casos, pero las excepciones no 
son susceptibles de extensión por vía analógica, ni por 
ninguna otra vía. Por consiguiente, sostener ante este ca- 
so, ante una ley que no es de Registro Cívico ni de Eiec. 
ciones; ante una ley que no refiere a las garantías del 
sufragio, ni a la elección, composición, funciones y proce- 
dimientos de la Corte Electoral y las Corporaciones Elec. 
torales, que se requieren 2/3 de votos, es hacerle decir a 
la Constitución lo que ella no dice. Esto es para mi de 
una claridad meridiana. 


SEÑOR CIGLIUTI. -— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. — Reitero, señor Presidente, que 
lo mejor que se puede hacer es que los artículos 39 y si- 
guientes vuelvan a Comisión para su reexamen sin per- 
juicio de que el texto sea o no claro. No se puede negar 
aunque no dice sufragio ni elección por ningún lado, ni 
tampoco menciona ninguna garantía, que esto modifica el 
sistema que se sigue actualmente para la inscripción, lo 
modifica. Antes esto no estaba establecido pero ahora va 
a estar. Cuando con anterioridad se hicieron modificacio- 
nes al respecto, también se reclamaron dos tercios de vo- 
tos, como sucede actualmente. 


No digo que esa haya sido la costumbre; no hablé de 
costumbre sino de que esa ha sido la interpretación que 
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se ha dado al texto porque siempre se sostuvo que cual- 
quier cosa que se hiciere y tuviera algo que ver con la 
Corte Electoral, con ei sufragio, con la clección y con el 
Registro Cívico, debia existir la exigencia previa de un 
acuerdo de los partidos políticos o sea, que se contara con 
los dos tercios de votos. No digo que aquí se necesiten dos 
tercios, sino otra cosa diferente: si es que no se precisan 
los dos tercios —y es la primera vez que sucede para una 
ley evidentemente electoral como es ésta-— lo más lógico 
no es que lo dejemos abandonado a la interpretación in- 
mediata. Por consiguiente entiendo que debe hacerse un 
estudio apropiado del caso, porque esto tiene un aspecto 
jurídico y político. 


Debo señalar que no había pensado hasta hace algún 
tiempo que se pudiera modificar o introducir una legisla.. 
ción electoral que no contara con el acuerdo, sino expreso, 
tácito entre los grupos políticos para que hubieran más 
de dos tercios de votos. Eso es cierto y tan es así que es 
por ese motivo que formulo esta moción de orden y sigo 
creyendo que es lo que corresponde. Creo que será mucho 
mejor que en el futuro, por una resolución del Senado 
que cuente con un informe concrelo desde el punto de 
vista jurídico y político, realizado por la Comisión autori- 
zada, sepamos a qué atenernos en cada caso. De lo con- 
trario vamos a tener discusiones diversas cuando hagamos 
una ley de partidos políticos, en la que se van a intro- 
ducir puntos que son de los Partidos, otros de la inscrip. 
ción o del sufragio. 


Por tal motivo creo que debería volver a Comisión. 
SEÑOR FA ROBAINA. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FA ROBAINA. — Señor Presidente: me iba 
a referir a los argumentos que ya fueron expuestos por 
parte de los señores senadores Ortiz y Aguirre, agregando, 
exclusivamente, que tratándose como se trata en el caso, 
de interpretación de normas de Derecho Público —como 
es el de una norma constitucional— es de interpretación 
estricta y no puede extenderse por analogía a otras si- 
tuaciones. 


Entiendo que el inciso 7? del artículo 77 establece muy 
claramente —en forma, para mi, diáfana— cuales son las 
situaciones en las que debe aplicarse el quórum especial 
a que allí se refiere. 


Ninguna de las situaciones previstas en el artículo 32 
del proyecto hace referencia a sufragio, a elección, ni a 
composición de los órganos electorales, 


En consecuencia, desde mi punto de vista, entiendo 
que no es aplicable aquí la situación a que hacía referen. 
cia el señor senador García Costa. Su duda es explicable, 
pero participo del criterio que ha sido expuesto anterior. 
mente por quienes comparten esta interpretación. 


SEÑOR BATALLA, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR BATALLA. —- Señor Presidente: tal vez cuan- 
do termine de hablar muchos se preguntarán porque no 
me callé la boca pero tengo la obligación de decir algo 
sobre el tema. Uno, a medida que envejece va hablando 
cada vez más de su pasado y por lo tanto quiero manifes- 
tar que en el momento en que fuí Presidente de la Cá- 
mara de Representantes apliqué un criterio similar al que 
señala el señor senador Cigliuti. 


Creo si que jurídicamente la disposición es clara. En 
todo lo que puede entenderse, por la decisión desde la Me- 
sa y luego, también, en mi condición de diputado, siem- 
pre sostuve que la garantía de los dos tercios era la que 
convenía mantener en la mayor cantidad de los casos, en 
virtud de que era, en cierto sentido, una garantía recíproca. 


Creo que desde el punto de vista jurídico asisten razo- 
nes a los señores senadores Ortiz, Aguirre y Fá Robaina, 
pero entiendo que la tradición, digamos lo que ha sido la 
aplicación desde el Parlamento, fundamentalmente desde 
la Cámara de Representantes, ha sido la de aplicar con 
la máxima extensión lo que puede referirse a la expre- 
sión garantía del sufragio. En ese sentido creo —e incluso 
atendiendo al poco tiempo que resta para finalizar ia se- 
sión— que no habría inconveniente en que este asunto 
figurara como primer punto del orden del día de la pró- 
xima sesión ordinaria y mientras tanto realizar un traba- 
jo en Comisión que implicara otorgar un mayor respaldo 
político a un proyecto que entendemos muy importante y 
que seguimos compartiendo en todos sus términos. 


Creo que lo que puede suceder es que hoy con la eon- 
formidad de la mayoría y la oposición de una minoría, 
nosotros aprobemos el proyecto. Pero, en la medida en 
que se ha señalado por algunos señores senadores alguna 
opinión, que los propios miembros informantes han com- 
partido, creo que sería deseable que en estos días que res- 
tan hasta el martes se efectuara un ajuste en Comisión a 
los efectos de darle a este proyecto un respaldo que, ojalá, 
fuera pleno, como ocurrió en la discusión general que arro- 
jó una votación de 22 en 24. 


En ese sentido, creo que la moción del señor senador 
Ciglhuti puede abrir un camino que nos permita sin ma- 
yor demora —ya que sólo demoraríamos unos pocos días— 
mejorar el texto de un proyecto, ya que lo descable es 
que se apruebe con el mayor respaldo posible. 


SEÑOR GARGANO. -—- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARGANO. — Deseo manifestar que com- 
parto totalmente la argumentación realizada por los seño- 
res senadores Ortiz y Aguirre. 


Creo que se trata de interpretar una disposición cons. 
titucional. La mayoría del Cuerpo al votar la proposición 
del señor senador Cigliuti realizará un acto interpretativo. 
Si la rechaza de hecho está interpretando el artículo 77 
de la Constitución en su inciso 7% en el sentido de que es 
restrictivo y se refiere a temas que no cstán relacionados 
con el artículo 3%, del proyecto en consideración. 


En consecuencia, adelanto que votaré en contra de la 
proposición del señor senador Cigliuti, 
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SEÑOR PRESIDENTE. — Se va a votar la moción 
de orden formulada por el señor senador Cigliuti, 


(Se vota:) 


—10 en 21. Negativa. 


Corresponde, entonces, votar nuevamente el artículo 
39, que fue objeto de reconsideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—14 en 21. Afirmativa. 


En consideración el artículo 49. 
SEÑOR AGUIRRE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. —- Antes de concederle la pa- 
labra al señor senador la Mesa se permite sugerir una nue: 
va redacción para este artículo para tratar de subsanar la 
objeción formulada por el señor senador Olazábal. 


Se agregaría una coma después de “artículo anterior” 
y continuaría diciendo: “o cuando convivan con otras per. 
sonas que tengan la nacionalidad uruguaya y se hallan 
avecindados en el país”. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Debería hacerse mención a 
“orientales” para que quede en concordancia con el resto 
de la redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— YO S0y Uruguayo. 
Tiene la palabra el señor senador Aguirre. 


SEÑOR AGUIRRE. — Deseo expresar que no me sa. 
tisface la modificación que se había propuesto en el sen. 
tido de calificar a los tutores también como orientales. La 
redacción propuesta ahora por el señor Presidente da ma- 
yor amplitud al elenco de personas con quienes podria 
convivir un menor que estuviera habilitado, en virtud de 
las disposiciones de este proyecto, para entrar, en la hipó. 
tesis del artículo 74 de la Constitución, como ciudadano 
natural. Pero creo que si la calificación de “orientales” 
es necesaria respecto de los padres no lo sería respecto de 
las demás personas porque lo que requiere el artículo 2% 
de este proyecto es que estas personas sean hijas de padre 
0 madre oriental. 


Me parece lógico que convivan con su padre o su ma. 
dre orientales, pero no que se diga que deben convivir 
con sus tutores orientales o con otras personas que tengan 
esa nacionalidad, porque éstos pueden ser argentinos o es- 
pañoles. Por lo tanto, no hay ninguna necesidad de que 
sean orientales. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Entonces, el artículo podría 
quedar redactado de la siguiente forma: “o cuando conv!. 
va con otras personas residentes en el pais”. 


¿El señor senador Aguirre está de acuerdo con esta 
redacción? 


SEÑOR AGUIRRE, — Si, señor Presidente. 


"6 de Abril de 1988. 


SEÑOR GARGANO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR GARGANO. — Por supuesto, no soy experto 
en la materia, pero me parece que para solicitar la calidad 
de nacional el menor tiene que comparecer al acto jurí. 
dico asistido de un representante legal o de su tutor. 


Por lo tanto, no me parece pertinente que en el artícu- 
lo se hable de “otras personas residentes en el país”, sino 
que esas personas tengan una relación especifica con el 
menor, de manera que estén calificados para acompañar 
al menor cuando haga la solicitud. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR CERSOSIMO, --- Tengo entendido que al re- 
dactar este artículo quisimos establecer expresamente que 
el menor debe convivir con sus padres drientales para que 
se tipifique el avecinamiento. 


Es sabido que el Código Civil determina que los me- 
nores de edad tienen por domicilio legal el de sus padres 
o tutores, Lo que ha querido establecer la norma es que 
esos convivientes —los dos o uno de ellos— se encuentren 
en Cualquiera de los casos previstos en el artículo tercero, 
en sus literales a), b), €), d) y e). 


Con el agregado que se propone ahora se elimina uno 
de los elementos que la norma requiere o sea que alguno 
de ellos se encuentre en el caso previsto en el artículo an- 
terior; no basta con que el menor viva en el país, sino 
que se desarrolle por él o por sus represestantes legales 
alguna de las actividades o actos determinados en el ar- 
tículo 32 Nada haría al menor, a los efectos requeridos 
por la norma, con convivir con alguien en el país si no 
cump!e con alguno de los requisitos señalados en ese ar- 
tículo anterior. 


Pienso que modificar la redacción de este artículo 
ahora, en el plenario, podría resultar dificil e inclusive 
podríamos incurrir en error, pues a nivel de la Comisión 
nos llevó bastante tiempo conformarlo, La Comisión tra- 
bajó durante varios meses en este tema y con mucho cui. 
dado para que no aparecieran elementos contradictorios o 
que no condujeran a los fines buscados con este proyecto. 
Repito que en mi concepto lo más aconsejable no es mo. 
dificarlo en Sala. 


Por ejemplo, podría decir que hay menores que por el 
hecho de ya habcr cumplido los 18 años, en el caso de 
estar sujetos a tutela o patria potestad, pueden ser habi- 
litados o emarcipados de edad —más aún en el caso de 
ser emancipados para ejercer cl comercio-—— y se les puede 
exigir que cumplan con cualquiera de los requisitos deter- 
minados en los distintos literales del artículo 3%. Sin em- 
bargo, la norma ha querido decir en cl artículo 4% que 
todos los menores de edad —aquí se refiere a todos, inclu- 
sive a los que tienen más de 18 años; todos sabemos que 
la mayoría se adquiere a los 21 años— deben convivir con 
sus padres para que se considere realizado el avecinamien- 
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to cuando alguno de los padres —uno o los dos— desarro- 
len algunas de las actividades o se encuentren comprendi. 
dos en ciertos casos previstos en el artículo anterior. 


Si se elimina el énfasis de este caso se lo hace precl- 
samente en la motivación que ha establecido la norma, 
que exige que el avecinamiento se encuentre configurado 
cuando alguno de los padres esté comprendido en determi- 
nadas características. 


Hay que tener mucho cuidado y pensarlo muy bien, 
ya que estamos sobre la hora de finalización de la sesión 
y podríamos cometer un error, en el que procuramos no 
incurrir a lo largo de nuestro trabajo en la Comisión de 
Constitución y Legislación. 


SEÑOR AGUIRRE. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. -—— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Puede interrumpir el se- 
ñor senador. 


SEÑOR AGUIRRE. — Repensando el problema, creo 
que las palabras del señor senador Cersósimo son muy 
sensatas, 


Es exacto que hemos empleado bastante tiempo, en 
la Comisión, en buscar una fórmula que tuviera precisión, 
desde el punto de vista jurídico y que diera garantías para 
no cometer errores. Además, en mi opinión, tiene razón el 
señor senador Cersósimo cuando expresa que estamos im. 
provisando en Sala y podemos quitarle al artículo la pre- 
cisión que tenía y, al mismo tiempo, desvirtuar lo que 
estaba previsto en los artículos 2% y 3% Me parece que 
no es prudente realizar esta redacción en Sala y por lo 
tanto me afilio a la tesis de votar el artículo tal como 
venía de la Comisión. 


SEÑOR ORTIZ. — Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra cl] señor 
senador. ¿ 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: formulo moción 
para que se prorrogue el término de la sesión hasta fina- 
lizar con la consideración de este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE. -— Se va a votar la moción for- 
mulada por el señor senador Ortiz. 


(Se vota:) 


—$ en 18. Negativa 


17) ARCHIVO DE CARPETAS 
SEÑOR TOURNE. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador, 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente: de conformi. 
dad con la disposición reglamentaria, respecto al archivo 
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de asuntos, voy a solicitar que se mantenga en el orden 
del día de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social los relacionados con los números 477/86, 667/86, 
958/87 y 1017/87; de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación los asuntos 478/86, 528/86, 893/87, 945/87, 
976/87 y 1018/87; de la Comisión de Educación y Cultura 
los asuntos 589/86 y de la Comisión de Hacienda el 165/85. 


18) EX.-SENADOR SOLANO AMILIVIA. 
Su fallecimiento, 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite, señor Presidente, 
para otra cuestión de orden? 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente: había pre- 
sentado una moción de orden solicitando la palabra para 
referirme a la personalidad de don Solano Amilivia, ex in- 
tegrante de este Cuerpo, fallecido en las postrimerías del 
mes de diciembre del año próximo pasado. 


Dadas las circunstancias del debate, voy a solicitar 
que se me autorice a realizar esta exposición en primer 
término del orden del día de la próxima sesión ordinaria. 


SEÑOR PRESIDENTE, — Se va a votar la moción 
formulada por el señor senador Tourné. 


(Se vota.) 


—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


13) ARCHIVO DE CARPETAS 


SEÑOR FLORES SILVA. — Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR FLORES SILVA. — Señor Presidente: solicito 
que no se archive y permanezca vigente la carpeta nú- 
mero 570/86 de la Comisión de Hacienda. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Así se hará, señor senador. 


20) NACIONALIDAD ORIENTAL. 
Establecimiento de normas 
para su determinación. 


SEÑOR OLAZABAL. — Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE, — 'Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR OLAZABAL. — Señor Presidente: cuando se 
intentó que volviera a Comisión el artículo 3%, se votó 
negativamente. 


La fuerza de los hechos indica que este artículo 42 
no va a encontrar, en los minutos que restan de sesión, 
una redacción adecuada que contemple lo que en realidad 
se quiere establecer en este proyecto de ley. 


CAMARA DE SENADORES 


6 de Abril de 1988" 


En ese sentido, solicitaría, en esta oportunidad, que 
el artículo 49 volviera a Comisión de manera de posibili- 
tar a la vez, la rediscusión del tema de los dos tercios. 
Estoy seguro que antes de la próxima sesión se podría lle- 
gar a un acuerdo para conseguir la rectificación de la vo- 
tación del artículo 32 y lograr la mayoría necesaria. 


Se trata, señor Presidente, de dos argumentos que se 
están acumulando para que este asunto vuelva a Comi. 
sión. Seguramente será muy difícil hacer una nueva re- 
dacción en Sala —éste es uno de ellos-— y el otro tiene 
que ver con la objeción, no menos importante, interpuesta 
por el señor senador Cigliuti. 


Por lo tanto, mociono para que el artículo 4% vuelva 
a Comisión, lo cual habilita, de alguna manera, a buscar 
una solución al problema del artículo 3%. 


SEÑOR ORTIZ, — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. — Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR ORTIZ. — Señor Presidente: hago moción 
para que el asunto figure en primer término del orden del 
día de la próxima sesión ordinaria, con o sin informe de 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE. --. Así se hará, señor senador 
y será incluido luego de la exposición del señor senador 
Tourné, de acuerdo a la preferncia que se acaba de votar. 


Se va a votar la moción de orden jormulada por el 
señor senador Olazábal con la complementación que acaba 
de indicar el señor senador Ortiz. 


(Se vota:) 


—17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


21) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. — Faltando cuatro minutos 
para llegar a la hora reglamentaria, parece lógico levan- 
tar la sesión. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 20 y 56 minutos, presidiendo el 
ductor Tarigo y estando presentes los señores senadores 
Aguirre, Batalla, Capeche, Cersósimo, C.gliuti, Fá Robaina, 
Flores Silva, Forteza, Gargano, Martínez Moreno, Mede- 
ros, Olazábal, Ortiz, Senatore, Terra Gallinal y Tourné. 
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